De especial interés

LEYES

Créditos a las entidades territoriales

Ley 617 de 2000 (Oct. 2).  Se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994 y el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, y se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto y el Decreto 1421 de 1993 (Diario Oficial No. 44.188, oct. 9/00, pág. 11). 

DECRETOS

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Indicadores que permiten inferir el deterioro financiero

Decreto 2817 de 2000 (Dic. 29). Los siguientes indicadores son los que permiten inferir un deterioro efectivo o potencial en la situación financiera de los establecimientos de crédito: 1. Indicador de solvencia. 2. Indicador de liquidez y 3. Indicador de gestión. 

Para los efectos del mencionado decreto se define como programa de recuperación la medida adoptada por la Superintendencia Bancaria encaminada a evitar que el establecimiento de crédito incurra en causal de toma de posesión o para subsanarla. Además de las previstas en el artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, tal medida puede consistir entre otras en: Capitalización; reducción forzosa de capital; colocación obligatoria de acciones; castigo de cartera; prohibición de distribuir utilidades; recomposición de pasivos; y remoción de administradores (Diario Oficial No. 44.276, dic. 30/00, pág. 73). 
Contratos de ahorro programado para la compra de vivienda

Decreto 332 de 2001 (Mar. 1). Se autoriza a los establecimientos de crédito para celebrar contratos de ahorro programado para la compra de vivienda con derecho real de habitación. 

Por su importancia, a continuación se transcriben algunos artículos del decreto:

“Artículo 1º. Objeto del contrato de ahorro programado para la  compra de vivienda con derecho real de habitación. Los establecimientos de crédito están autorizados para suscribir contratos de ahorro programado cuyo objeto sea que los clientes hagan un ahorro que les permita a la finalización del contrato el pago de la cuota inicial de una vivienda y durante el plazo del mismo ocupar la vivienda, propiedad del establecimiento de crédito, en ejercicio del derecho real de habitación, previsto en el contrato.

Artículo 2º. Condiciones del contrato. Los contratos de ahorro programado para la compra de vivienda que se celebren de conformidad con lo dispuesto por este decreto deberán cumplir las siguientes condiciones:

1. Tener un plazo mínimo de seis (6) meses y no superior a tres (3) años.

2. El monto que deberá ser ahorrado durante el plazo del contrato será por lo menos del treinta por ciento (30%) del valor del inmueble que el ahorrador desea adquirir o del veinte por ciento (20%) de ese valor tratándose de vivienda de interés social. 

3. El ahorrador se obligará a realizar depósitos periódicos a partir de la suscripción del contrato, según el plan de ahorro establecido en el mismo.

4. El monto que se obliga a ahorrar el cliente no puede ser superior al treinta por ciento (30%) de su ingreso o de los ingresos mensuales familiares.

5. El establecimiento de crédito deberá realizar un estudio técnico para determinar la capacidad de cumplimiento del contrato por parte del ahorrador.

6. Los valores ahorrados se registrarán en cuentas de ahorro programado para la compra de vivienda, así como los intereses devengados, y podrán ser retirados únicamente a la terminación del contrato.

7. Establecer el derecho real de habitación sobre el inmueble escogido por el ahorrador en los términos previstos en el artículo cuarto de este decreto.

8. Establecer que a la finalización del contrato, el ahorrador tendrá la opción de compra del inmueble en las condiciones fijadas en el artículo quinto del presente decreto.

Los demás artículos del decreto tratan los siguientes asuntos: Artículo 3º. Determinación del valor del inmueble. Artículo 4º. Derecho real de habitación. Artículo 5º. Opción de compra. 

Artículo 6º. Restitución del depósito. Artículo 7º. Preferencia sobre inmuebles entregados en dación en pago. Artículo 8º. Inmuebles que pueden ser objeto de los contratos de ahorro programado con opción de compra. Artículo 9º. Personas que pueden suscribir estos contratos.

RESOLUCIONES Y CIRCULARES
Fogafin

Seguro de depósito

Resolución No. 05 de 2000. (Nov. 27). Las entidades financieras inscritas en el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras deberán pagar una prima anual por seguro de depósito, que se determinará según las tarifas enumeradas en la misma norma (Diario Oficial No. 44264, dic. 20/00, pág. 11).

JURISPRUDENCIA
Acciones de Grupo
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Auto del 2 de febrero de 2001. Radicación No. AG-017. C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Tema: Principios de interpretación normativa. Condiciones uniformes respecto de una misma causa como presupuesto de la procedencia de las acciones de grupo. Derechos Colectivos.

“CONSIDERACIONES

Con el fin de determinar el objetivo y los elementos que definen y caracterizan las acciones de grupo, punto central del debate planteado por la providencia recurrida y la respectiva impugnación, la Sala considera necesario analizar las disposiciones de la ley 472 de 1998, a la luz de las normas constitucionales que le sirven de fundamento y de los principios de interpretación normativa que han orientado la jurisprudencia constitucional.

Recordemos, en primer lugar, el contenido de tales principios:

a) Principio del efecto útil

La Corte Constitucional ha expuesto que el principio de interpretación normativa que se funda en el “efecto útil” enseña que, entre dos posibles sentidos de un precepto, uno de los cuales produce consecuencias jurídicas y el otro a nada conduce, debe preferirse el primero2.

b) Principio de interpretación sistemática

Este principio responde a la necesidad de no perder de vista la totalidad, ya que lo “general” se da en lo “particular” o, lo que es lo mismo, el todo se contiene y se expresa como referencia obligada en la parte3.

Así que la técnica de interpretación sistemática supone identificar y tipificar la institución a la cual pertenece la norma interpretada, y sólo a partir del significado y espíritu de esa institución puede lograrse una interpretación adecuada en función suya4. Por ello, una vez tipificada la institución de la que se trate, el intérprete debe “determinar el significado de los términos y el alcance de la fuente (...) para lo cual se debe referir a dicha institución”5.

En ese sentido, ha dicho la Corte Constitucional que se trata de un método de hermenéutica jurídica que supone que un conjunto normativo debe interpretarse de una manera tal que sus disposiciones adquieran un sentido dentro del contexto en que tienen lugar y, así, todas puedan ser aplicables6.

c) Principio de interpretación conforme

Consiste en que la totalidad de los preceptos jurídicos deben ser interpretados de manera tal que su sentido se avenga a las disposiciones constitucionales. Es decir que ante una norma ambigua cuya interpretación razonable admita al menos dos sentidos diferentes, el principio de interpretación conforme impone al intérprete optar por la interpretación que se adecue de mejor manera a las disposiciones constitucionales7.

Se trata de dar aplicación al artículo 4º Constitucional, pues es en obedecimiento a la jerarquía normativa de la Constitución que toda interpretación jurídica debe arrojar un resultado permitido por la Constitución.

e) Principio de interpretación razonable

Este principio supone que el juez debe aplicar las normas de derecho de una manera tal que se produzcan resultados proporcionados, razonables, equitativos y verdaderamente justos, de preferencia sobre el rigorismo jurídico. Al respecto, la Corte Constitucional ha hecho las siguientes precisiones:

“El concepto de decisión razonable, en detrimento de los fallos fundados en la estricta legalidad, se impuso a principios de siglo como una práctica de jueces y tribunales, justificado en la necesidad de evitar consecuencias indeseadas en la aplicación del derecho. Pero la lucha contra el formalismo no se detuvo allí, en el texto de algunos fallos aislados. La creación del derecho incorporó numerosas fórmulas que aceptaron este tipo de correctivos judiciales. Fue así como se introdujeron en todos los ordenamientos europeos conceptos tales como “motivos de equidad”, “decisión razonable”, “justa moderación”, “consecuencias inaceptables”, con el propósito de evitar, incluso a través del recurso a la ficción, las consecuencias irrazonables de la aplicación directa de la ley.

Las constituciones propias del estado social de derecho no sólo aprueban la participación creativa del juez en la aplicación del derecho, sino que, además, lo exigen como una condición esencial para la realización de sus propósitos. Quizás lo más importante de la innovación que introdujo el constitucionalismo de mediados del presente siglo  ‑del cual se nutre la constitución política colombiana‑ consiste en concebir un sistema cuya afectación de la “predictividad” ‑seguridad jurídica‑ se justifica en beneficio de una mayor cercanía de las normas a la realidad social, esto es, de una mayor justicia. No sobra señalar que con la aceptación de esta manera de pensar no se hizo otra cosa que recoger a plenitud la idea aristotélica de la equidad, como correctivo de la legalidad.

Los propósitos esenciales en un Estado social de derecho son de orden  material. Todos los procedimientos y formalidades están previstos como medios para la realización de valores; de otra manera pierden sentido y justificación. Poco importan las llamadas “categorías jurídicas” si de su aplicación resulta una solución irrazonable que no satisface las exigencias mínimas de paz social que la comunidad demanda del derecho. El derecho es un instrumento finalista, dispuesto en su conjunto para la realización de valores. La aplicación exegética y formalista desnaturaliza su función social y desvirtúa su función constructiva y pacificadora”8. 

Con fundamento en estos principios, aborda la Sala el análisis de los artículos 46 y 47 de La ley 472 de 1998. El primero establece lo siguiente:

“Art. 46.‑ Procedencia de las acciones de grupo. Las acciones de grupo son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios individuales para dichas personas. Las condiciones uniformes deben tener también lugar respecto de los elementos que configuran la responsabilidad.

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de la indemnización de los perjuicios.

El grupo estará integrado al menos por veinte (20) personas”.

Dos aspectos de la norma parecen fundamentales para la comprensión del contenido de la acción. En ella se exige, en primer lugar, que quienes la formulan reúnan condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó para ellos perjuicios individuales. En segundo lugar, que tales condiciones uniformes existan, igualmente, respecto de los elementos que configuran la responsabilidad.

Por el principio del efecto útil, según se ha visto, el texto de una norma debe ser interpretado de manera que todo cuanto ella prescribe produzca consecuencias jurídicas. En consecuencia, no puede el intérprete dar idéntico significado a dos expresiones contenidas en una misma norma, pues una de ellas resultaría superflua e innecesaria.

Ahora bien, si los elementos de la responsabilidad son: a) el hecho generador del daño, culpable o no, de acuerdo con el régimen que resulte aplicable, b) el daño, y c) el nexo causal entre éste y aquél, debe entenderse que cuando el legislador prescribe que las personas deben reunir “condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios (...)”, se está refiriendo a un concepto diferente del hecho generador del daño, puesto que tal exigencia está comprendida en la disposición contenida en la misma norma, según la cual “las condiciones uniformes deben tener también lugar respecto de los elementos que configuran la responsabilidad”. 

Para efectos de desentrañar el significado de la frase analizada, resulta necesario, en opinión de esta Sala, precisar el contenido de la expresión “condiciones uniformes”. Teniendo en cuenta que estas acciones se han diseñado para reparar daños que afecten a grupos de especial entidad9, tales condiciones uniformes son aquellas conforme a las cuales es posible que un conjunto de personas se relacionen entre sí para conformar un grupo10, y adquieren relevancia al estar presentes respecto de la causa del perjuicio que dichas personas sufren.

Conforme a lo anterior, es claro que las condiciones comunes respecto de la causa que origina el daño aluden a las condiciones o caracteres predicables de un grupo determinado o determinable de personas que se han puesto en una situación común, de la cual, posteriormente, se deriva para ellos un perjuicio, de manera que cuando la norma se refiere a las condiciones uniformes respecto de la causa del daño, está significando que debe existir una situación común en la que se colocaron determinadas personas con antelación a la ocurrencia del daño.

En efecto, un consumidor, por ejemplo, sólo lo es dentro del ámbito propio del mercado y respecto de la actividad y las personas vinculadas, de una u otra forma, a la relación jurídica en virtud de la cual adquiere determinados bienes o accede a determinados servicios. Es, en ese caso, el ámbito del mercado en el que es posible que se generen situaciones en torno de las cuales unas personas ostenten características comunes que las hacen parte de un determinado grupo social, identificado como consumidores de (x) producto, y en esa condición pueden resultar perjudicados. Así, si el daño se produce por la adquisición de un producto defectuoso, resulta claro que los consumidores del mismo reúnen condiciones uniformes respecto de la causa que lo originó.

Entonces, lo que dispone la norma analizada es que el conjunto de personas que puede acceder a este mecanismo procesal debe ser uno de aquellos cuyos miembros compartan determinadas características; pero además, tales características deben ser predicables de esas personas sólo en cuanto todas ellas se han colocado con antelación a la ocurrencia del daño en una situación común, y sólo frente a aquellos aspectos relacionados con tal situación. Así las cosas, es claro que la condición de damnificado no podría constituir, en ningún caso, la condición uniforme que identifique a unas personas como miembros de un grupo. 

En relación con este terna, resultan pertinentes los criterios expuestos por Durkheim11 para definir los tipos sociales, pues si bien ellos se utilizan en relación con las sociedades, el mismo autor señala que ellas “se componen de partes añadidas unas a otras”. Luego, en tanto las partes participan de la esencia del todo, tales criterios pueden servir para definir, también, grupos o sectores de la sociedad. Así, siguiendo al mencionado profesor, dichas condiciones consisten en modos de actuar exteriores al individuo ‑es decir, que no le son ínsitos‑, y que la sociología ha calificado como de orden morfológico, por ser la base para determinar los tipos sociales. Se trata de condiciones que permiten que una pluralidad de personas se convierta en un grupo determinado con antelación a la ocurrencia del daño. No es el daño, entonces, lo que origina el grupo, sino que éste se ha formado alrededor de una situación común en la que se han colocado sus miembros, y con ocasión de la cual, posteriormente, todos (o algunos de ellos) sufren un daño.

En ese sentido, la Corte Constitucional precisó, en su sentencia C‑215 de 1999, refiriéndose al objeto de este tipo de acciones, que “se trata de proteger intereses particulares de sectores específicos de la población (por ejemplo, consumidores), de ahí su denominación original de class action” (negrillas fuera del texto).

Así las cosas, no se trata de una acción que pueda ser intentada por un grupo de veinte personas que coincidan por su interés particular de contenido patrimonial consistente en ser indemnizadas por un daño sufrido por ellas en virtud de un mismo hecho. Si bien esta acción tiene por objeto, por lo general, la protección de derechos individuales, mediante la obtención de “una compensación pecuniaria que será percibida por cada uno de los miembros del grupo que se unen para promover la acción”12, es de su esencia que se pretenda proteger a un conjunto de personas que se identifican por ciertas condiciones específicas preexistentes a la ocurrencia del daño.

Todo lo dicho permite comprender que la fuerza semántica del vocablo “grupo” debe traer consigo especiales implicaciones jurídicas, las cuales fueron insinuadas por la Corte Constitucional13 al afirmar que la pluralidad de personas a la que afecta el daño que se pretende reparar es de una entidad tal, que debe ser atendida de manera pronta y efectiva, es decir, que debe tratarse de un grupo relevante dentro de la actividad social, económica, política, académica ‑entre otras‑ del país; igualmente, cuando la Corte aclara que con la acción de grupo se pretende proteger intereses de sectores de la población, está indicando que no toda pluralidad de personas configura un grupo de aquellos cuyos integrantes están legitimados para interponer estas aciones.

De otra parte, y con el fin de abundar en argumentos que permitan sustentar esta conclusión, resulta importante tener en cuenta lo previsto en el artículo 47 de la ley 472 de 1998. Esta norma establece:

“ART. 47‑ Caducidad. Sin perjuicio de la acción individual que corresponda por la indemnización de perjuicios, la acción de grupo deberá promoverse dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha en que se causó el daño o cesó la acción vulnerante causante del mismo”.

Según el principio de interpretación conforme, como ya se dijo, todos los preceptos jurídicos deben entenderse de manera que su contenido esté de acuerdo con la Constitución. Sujetando la interpretación del artículo anterior a esta preceptiva, no se lo puede entender en el sentido de que las acciones individuales de indemnización de perjuicios y la acción de grupo procedan alternativamente en todos los casos en que haya más de 20 perjudicados por un mismo hecho. Una tal interpretación produciría consecuencias inaceptables dentro de nuestro sistema constitucional, sin duda no queridas por el precepto legal.

Piénsese, nada más, que una interpretación en ese sentido supondría una violación grosera al derecho de igualdad en general, y específicamente, al principio de igualdad de las personas ante la ley procesal y ante los tribunales. En efecto, tal como lo ha dicho la Corte Constitucional:

“(...) el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que fue aprobado mediante Ley 74 de 1968, y entró en rigor para Colombia el 23 de marzo de 1976, y que por ende tiene eficacia interna en nuestro ordenamiento (CP arts 93 y 94), establece que “todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia”. Existe entonces una máxima específica de igualdad en materia procesal y de acceso a la justicia (...). Esto no significa obviamente que el Legislador se encuentre imperativamente atado a disponer consecuencias idénticas para los diferentes sujetos procesales, pues su libertad para establecer las formas propias de cada juicio autoriza la regulación de cargas jurídicas y efectos diferentes para los distintos actores, según las diversas fases del procedimiento. Por consiguiente, si bien el Legislador puede establecer consecuencias jurídicas diferentes a los sujetos procesales (...) esas diferencias de trato deben tener un sustento objetivo y razonable muy claro, ya que todas las personas son iguales ante la administración de justicia14”. (negrillas fuera del texto original).

Lo antedicho impone al juez una lectura de la norma que descarte cualquier posibilidad de discriminación o trato diferente injustificado. 

En ese sentido y sabiendo que las distinciones permitidas son las fundadas en motivos razonables para lograr objetivos legítimos15, no puede considerarse que la simple pluralidad de perjudicados por un mismo hecho se erija en criterio suficiente para el otorgamiento de un tratamiento preferencial en materia procesal. Ello implicaría, per se, un trato discriminatorio para aquellas otras personas que, igualmente afectadas en sus derechos, no alcancen a conformar un grupo tan numeroso, pues quedarían sometidas al procedimiento ordinario, más largo que el previsto para las acciones de grupo, sin razón ni justificación alguna. Debe anotarse, al respecto, que los términos previstos para el trámite de estas últimas son perentorios y su incumplimiento, según lo dispone el artículo 84 de la ley 472 de 1998, hace incurrir al juez en causal de mala conducta, sancionable con destitución del cargo.

A todas luces es claro que la mera pluralidad no constituye un criterio suficiente y proporcionado que justifique un trato desigual, pues “en el campo procesal, en lo referente a la administración de justicia, la igualdad se logra al disponer que todos sean juzgados por el mismo procedimiento (...)”16, lo cual no impide, ‑claro está‑, que existan procedimientos especiales y diferentes entre sí, siempre que hayan sido estatuidos con fundamento en criterios razonables.

Al respecto, la Corte Constitucional ha expresado:

“El legislador ha tenido en cuenta las controversias que con mayor frecuencia surgen entre las personas. Esas controversias difieren por razón de su origen, de los derechos y los intereses en juego, de las consecuencias que traen consigo, de las finalidades de las partes, y de lo que implica la solución del conflicto (...). Esos diversos procedimientos consultan las circunstancias ya señaladas: diferencias entre los múltiples asuntos, por razón de los factores indicados. Y precisamente porque se diseñan teniendo en cuenta las particularidades de las diversas clases de controversias, hay que suponer que garantizan el derecho de defensa, fundado en la igualdad de las partes ante la ley, base del debido proceso”17. (negrillas fuera del texto original).
A tono con lo dicho, la Sala encuentra que de las normas antes transcritas no se colige que las acciones de grupo y las demás acciones ordinarias de carácter indemnizatorio proceden indistintamente en todos los casos, pues ello llevaría a entender que la acción de grupo es una posibilidad para acceder a un proceso preferencial de acumulación de demandas formuladas en ejercicio de las citadas acciones ordinarias.

Así pues, es cierto que todas las acciones mencionadas en el artículo 47 son indemnizatorias y, en ese sentido, el objeto protegido por unas y otras es el mismo. Sin embargo, es de la esencia de la acción de grupo que quienes la ejercen sean parte de un grupo, pues es la existencia del mismo y su entidad social, lo que legitima a sus miembros, cuando son afectados por un mismo hecho, para acceder a un proceso preferencial y sumario de reparación. Lo anterior es coherente con lo ya explicado respecto de la necesidad de que las condiciones uniformes que identifican a quienes conforman el grupo demandante sean preexistentes a la ocurrencia del daño.

Así, las acciones indemnizatorias ordinarias (civiles y administrativas) y las acciones de grupo protegen derechos y reivindican intereses similares, mas es por razón del compromiso del interés social en el daño y de la entidad del grupo afectado que el legislador consideró necesario estatuir, para su protección, una acción especial y un proceso diferente para tramitar éstas últimas. Esa es la razón por la cual “la garantía constitucional (de las acciones de grupo) se reduce a la alternativa de acudir a un mecanismo más ágil de defensa en un lapso prudencial, sin que con ello se elimine la posibilidad para los miembros de ese grupo de ejercer (...) dentro de los términos ordinarios de caducidad, las acciones individuales que correspondan”18 (negrillas fuera del texto original).

Acciones de grupo y derechos colectivos

El artículo 88 de la Constitución Política establece:

“La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos”.

El artículo 1º de la ley 472 de 1998, que desarrolla la citada norma constitucional, dispone:

“La presente ley tiene por objeto regular las acciones populares y las acciones de grupo de que trata el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia. Estas aciones están orientadas a garantizar la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos, así como los de grupo o de un número plural de personas”.

El artículo 3º de la ley 472 de 1998, por su parte, prevé lo siguiente:

“Acciones de grupo. Son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios individuales para dichas personas. Las condiciones uniformes deben tener también lugar respecto de todos los elementos que configuran la responsabilidad.

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de indemnización de perjuicios”.

Del texto de las normas citadas se desprende que la acción de grupo no ha sido prevista para la defensa exclusiva de un tipo específico de derechos. En efecto, como ha quedado establecido, la norma constitucional consagra una garantía procesal para los casos en que se generen daños a un grupo, pero no determina que tales daños deban ser consecuencia de la vulneración de un derecho específico; por su parte, el artículo 1º de la ley, al disponer que ella procura “la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos, así como los de grupo o de un número plural de personas”, distingue entre los derechos colectivos y aquellos que están en cabeza de un número plural de personas. Estos derechos de los grupos a los que se refiere la ley, de acuerdo con la interpretación hecha por la Corte Constitucional, no son “únicamente derechos colectivos, toda vez que comprenden también derechos subjetivos de origen constitucional o legal, los cuales suponen siempre (...) la existencia y demostración de una lesión o perjuicio cuya reparación se reclama ante el juez”19.
El articulo 3º, cuyo contenido es repetido casi íntegramente en el artículo 46 de la misma ley, analizado anteriormente, define las acciones de grupo y establece los requisitos para su procedencia. No contiene limitación alguna en relación con la naturaleza de los derechos cuya protección se solicita.

De otra parte, es claro que nada impide que de la vulneración de un derecho colectivo surja la necesidad de reivindicar intereses particulares de contenido patrimonial, y si sus titulares, a su vez, pertenecen a un grupo determinado, estarían legitimados para ejercer una acción de grupo. Piénsese, por ejemplo, en el caso de los consumidores de determinado producto que sufren un perjuicio debido al uso del mismo y pretenden ser indemnizados por ello. De cumplir los requisitos de legitimación, tales consumidores podrían alegar la violación de “los derechos de los consumidores y usuarios” (calificado como colectivo en el literal n) del art. 4º de la ley 472 de 1998) por esta vía procesal. 


Es decir, un derecho colectivo, o cualquier otro, puede ser protegido por la vía de la acción de grupo, siempre y cuando los intereses derivados de su vulneración sean de aquellos que pueden ser reivindicados por este mecanismo procesal, es decir, siempre que se trate de intereses particulares de contenido patrimonial indemnizatorio.

Conclusión

La Sala precisa que los requisitos de procedencia de las acciones de grupo son los siguientes:

1. Que el grupo de afectados esté conformado, al menos, por veinte personas (art. 46)20, y que ello se encuentre acreditado en la demanda, de manera que el juez tenga certeza de que concurre este requisito.

2. Que cada una de esas personas, sea natural o jurídica, pertenezca a un grupo y haya sufrido un perjuicio individual (art. 48), el cual no necesariamente debe comprometer derechos colectivos (Corte Constitucional, Sentencia C ‑ 215 de 1999).

3. Que ese grupo de personas comparta condiciones uniformes respecto de la causa del daño, entendida ésta como la situación común en la que se han colocado tales personas, que permite identificarlas como grupo antes de la ocurrencia del daño, y con ocasión de la cual, posteriormente, todas resultan perjudicadas.

4. Que las condiciones uniformes existan, igualmente, respecto de los elementos que configuran la responsabilidad (arts. 3 y 46). 

5. Que la acción se ejerza con la exclusiva pretensión de obtener el reconocimiento y pago de los perjuicios (art. 46). 

6. Que al momento de la presentación de la demanda no hayan pasado más de dos años contados a partir de la ocurrencia del hecho que causó el daño, o desde cuando cesó la “acción vulnerante” (art. 47).

7. Que la acción sea ejercida por conducto de abogado.

8. Que en la demanda se identifiquen el demandado y todos los individuos perjudicados. Si la identificación de todos los afectados no es posible, se deben expresar los criterios objetivos para identificarlos y así definir el grupo”.

Funciones Jurisdiccionales
 Corte Constitucional. Sentencia C-1641 del 29 de noviembre de 2000. Expediente 2974. M.P. Alejandro Martínez Caballero (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Tema: Funciones jurisdiccionales de la Superintendencia Bancaria. Exequibilidad condicionada del artículo 133 de la Ley 446 de 1998 sobre declaración de la ineficacia. Inexequibilidad del artículo 51 de la Ley 510 de 1999, que le atribuía funciones jurisdiccionales generales a la Superintendencia Bancaria.
“VI- CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
(…)

El primer asunto bajo revisión.

4- El actor formula un cargo general contra las normas acusadas que es el siguiente: Según su parecer, esas disposiciones no precisan ni delimitan con claridad las competencias jurisdiccionales de las superintendencias y desconocen con ello la obligación de ceñirse estrictamente al ámbito de sus funciones. Por el contrario, los intervinientes y el Ministerio Público consideran que los artículos impugnados se ajustan a la Carta ya que precisan con suficiente rigor las competencias judiciales de las superintendencias. La Corte comenzará entonces por recordar brevemente hasta qué punto pueden las entidades administrativas ejercer funciones judiciales, para luego analizar el contenido de las disposiciones acusadas. 

El ejercicio de funciones judiciales por autoridades administrativas y por superintendencias.  
5. La Constitución señala que en principio corresponde a las autoridades judiciales ejercer las funciones judiciales, pero autoriza a la ley para que excepcionalmente y en materias precisas confiera a las autoridades administrativas el ejercicio de una función de esta naturaleza, siempre y cuando no se trate de adelantar la instrucción de sumarios ni de juzgar delitos (CP art. 116). En ocasiones anteriores, esta Corte Constitucional ha indicado hasta dónde puede la ley conferir esas atribuciones a las autoridades administrativas1, análisis que se sintetiza a continuación.

6. En primer término, es claro que este ejercicio jurisdiccional por autoridades no judiciales representa una excepción al reparto general de funciones entre las ramas del poder, por lo cual “su alcance es restrictivo: únicamente pueden administrar justicia aquellas autoridades administrativas determinadas de manera expresa por la ley, la cual debe indicar las materias precisas respecto de las cuales ello es posible”2. Sin embargo, en segundo término, esta Corte ha precisado que ese carácter excepcional no significa que a las autoridades administrativas no se les puedan atribuir funciones jurisdiccionales permanentes, pues lo excepcional no es “aquello que no reviste el carácter de permanente” sino aquello que constituye una excepción de la regla común. Por ende, si “la regla común es el ejercicio de funciones administrativas por parte de las superintendencias, por lo cual la ejecución de funciones jurisdiccionales es excepcional. Lo que el constituyente quiso fue esta excepcionalidad, no la transitoriedad de dicho ejercicio. Si hubiera querido autorizar sólo el ejercicio transitorio, así lo habría dicho”3. En tercer término, la Carta señala campos en donde no es posible conferir atribuciones jurisdiccionales a las autoridades administrativas pues establece que éstas no podrán instruir sumarios ni juzgar delitos. 
7. Por consiguiente, con base en esos criterios, la Corte ya había admitido que la ley confiriera funciones judiciales a las superintendencias. Así, la sentencia C-592 de 1992 declaró la constitucionalidad del artículo 32 del Decreto 2651 de 1991, que establecía que los jueces que estén conociendo de las objeciones presentadas en los concordatos preventivos obligatorios iniciados con anterioridad a la vigencia del Decreto 350 de 1989, remitirán el expediente que contiene la actuación al Superintendente de Sociedades, a efecto de que éste resuelva tales objeciones. Consideró entonces esta Corporación que esa norma “se encuadra en la tendencia legislativa de los últimos años, recogida por el constituyente según señalamiento anterior, de transferir decisiones a autoridades no judiciales, como superintendencias, notarías e inspecciones de policía, lo que permite una mayor eficiencia del también principio fundamental del régimen político,  complementario del de la división de poderes, de la colaboración de los mismos, o de la unidad funcional del Estado”. Por su parte la sentencia C-384 de 2000, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, declaró la constitucionalidad del inciso tercero del artículo 52 de la Ley 510 de 1999, según el cual los actos dictados por las Superintendencias en uso de sus facultades jurisdiccionales no tendrán acción o recurso alguno ante las autoridades judiciales, pero la decisión por la cual las entidades se declaren incompetentes y la del fallo definitivo serán apelables ante las mismas. La Corte consideró que esa atribución de funciones jurisdiccionales a las superintendencias se ajustaba a los requerimientos que establece el artículo 116 de la Carta sobre esta materia.

Las normas acusadas y la delimitación de las funciones jurisdiccionales de las superintendencias.
8. De conformidad con lo expuesto anteriormente, el actor tiene razón en indicar que la ley debe precisar las materias respecto de las cuales es posible que una autoridad administrativa ejerza funciones judiciales.  Por consiguiente, el problema constitucional que plantea el cargo consiste en establecer si las disposiciones  acusadas delimitan con suficiente rigor el ámbito de las funciones jurisdiccionales ejercidas por las superintendencias. Entra pues la Corte a examinar ese argumento. 

9. Una simple lectura de las disposiciones acusadas muestra que varias de ellas no confieren competencias judiciales específicas a las superintendencias sino que regulan otros aspectos relacionados con el ejercicio de esas funciones. Tal sucede con los artículos 134 y 135 de la Ley 446 de 1998, que señalan cómo se designan los peritos en estos procesos y precisan la manera como éstos deben rendir su dictamen. Igualmente acontece con los artículos 147 y 148 de la Ley 446 de 1998 -este último subrogado por el artículo 52 de la Ley 510 de 1999-, los cuales regulan el procedimiento que debe utilizar la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.  El propio demandante precisa que acusó esas disposiciones no porque tuviera contra ellas un cuestionamiento de constitucionalidad específico, sino porque consideró que, debido a la regla de unidad normativa, esos artículos debían también ser retirados del ordenamiento, si la Corte concluía que la atribución de funciones jurisdiccionales a las superintendencias era inconstitucional. Así las cosas, esta Corporación centrará su examen específicamente en los dos artículos acusados que delimitan el ejercicio de funciones jurisdiccionales por estas autoridades administrativas, a saber el artículo 133 de la Ley 446 de 1998, que establece una competencia para las superintendencias bancaria, de sociedades y de valores, y el artículo 146 de esa misma ley -subrogado por el artículo 51 de la Ley 510 de 1999-, que confiere una competencia jurisdiccional específica a la Superintendencia Bancaria. 

10. El artículo 133 de la Ley 446 de 1998 indica que, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 897 del Código de Comercio, las Superintendencias Bancaria, de Sociedades o de Valores podrán de oficio efectuar el reconocimiento de los presupuestos de ineficacia previstos en el Libro Segundo del Código de Comercio. Igualmente indica esa disposición que si no hay acuerdo entre las partes sobre la ocurrencia de dichas causales de ineficacia, podrá una de ellas solicitar a la respectiva superintendencia su reconocimiento. Según el actor, esa competencia no tiene la precisión que requiere la atribución excepcional de funciones jurisdiccionales a autoridades administrativas.  Por el contrario, los intervinientes y el Ministerio Público consideran que una interpretación sistemática de la norma acusada permite delimitar adecuadamente el ámbito de actuación judicial de las superintendencias. 

11. La Corte coincide con los intervinientes y la vista fiscal pues la norma acusada delimita claramente la competencia de las superintendencias. Así, aunque conforme al artículo 897 del estatuto comercial la ineficacia obra de pleno derecho sin necesidad de declaración judicial, pueden existir controversias entre las personas sobre si se presenta o no una causal de ineficacia de un negocio jurídico. La disposición establece entonces que las superintendencias citadas pueden, de oficio o a solicitud de parte, y siempre que no exista acuerdo sobre la ocurrencia de las causales de ineficacia, efectuar el reconocimiento de los presupuestos de ineficacia de los actos y negocios mercantiles previstos en el Libro Segundo del Código de Comercio, que trata sobre las Sociedades Comerciales. Por consiguiente, como lo destacan los intervinientes y el Ministerio Público, la disposición acusada precisa el campo en donde estas superintendencias ejercen su función judicial, pues indica que se trata del reconocimiento de los presupuestos de ineficacia de aquellos actos previstos en el Libro Segundo del Código de Comercio. 
12. Por su parte, el artículo 146 de la Ley 446 de 1998, tal y como fue modificado por el artículo 51 de la Ley 510 de 1999, establece que la Superintendencia Bancaria puede ejercer funciones judiciales en relación con ciertos aspectos de las controversias que surjan entre los clientes y las entidades vigiladas en el desarrollo de sus relaciones contractuales. Según el actor, esa competencia no es precisa ni excepcional, como lo ordena el artículo 116 de la Carta, ya que le permite conocer judicialmente de todos los contratos que celebren las entidades sujetas a su vigilancia y dictar sentencias sobre el proceso contractual completo. Por el contrario, los intervinientes y el Ministerio Público consideran que la propia disposición establece limitaciones -de cuantía y materiales- que delimitan adecuadamente la competencia judicial excepcional de la Superintendencia Bancaria. Entra pues la Corte a analizar si la norma acusada precisa, con el rigor constitucional necesario, el alcance del ejercicio de las funciones jurisdiccionales por la Superintendencia Bancaria. 

13. Un estudio detenido de la disposición acusada muestra que no es cierto que ésta confiera una atribución general para que la Superintendencia Bancaria conozca de todos los contratos desarrollados entre las entidades vigiladas y sus clientes, ni de todos los aspectos de esos contratos, puesto que la norma señala varias limitaciones y prohibiciones. Así, en primer término, el artículo indica que esa entidad sólo puede conocer de las controversias que surjan por la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones contractuales. En segundo término, debe tratarse de contratos entre instituciones financieras o entidades aseguradoras y sus clientes, y que sean suscritos con ocasión del ejercicio de la actividad financiera, aseguradora o previsional. En tercer término, la norma establece un límite por razón de la cuantía, pues establece que sólo pueden someterse a dicha competencia jurisdiccional los asuntos sin cuantía determinable o aquellos cuyo valor no exceda de cincuenta salarios mínimos legales vigentes mensuales. En cuarto término, la disposición establece otros límites y prohibiciones, pues indica que esa autoridad administrativa no puede conocer de ningún asunto que por virtud de las disposiciones legales vigentes deba ser sometido al proceso de carácter ejecutivo, ni tampoco asuntos de carácter penal, sin perjuicio de la obligación de informar y dar traslado a la jurisdicción competente de eventuales hechos punibles de los cuales tenga conocimiento, en cuyo caso el trámite ante la Superintendencia quedará sujeto a prejudicialidad.  Finalmente, la disposición establece que es discrecional del cliente, y no de las entidades financieras o aseguradoras, someter ese asunto al conocimiento judicial de la Superintendencia. No se trata pues de una competencia obligatoria sino dispensada, y cuya materialización depende de la voluntad de la parte que es en general la más débil en estas relaciones contractuales: el cliente. 

14. El anterior examen es entonces suficiente para que la Corte deseche el cargo del actor sobre la supuesta vaguedad del ámbito competencial de las funciones jurisdiccionales de la Superintendencia Bancaria, pues como quedó demostrado las disposiciones precisan en forma suficiente el ámbito material donde se ejercen esas funciones. En efecto, es claro que esta atribución de funciones judiciales a la Superintendencia Bancaria en estos casos no sólo pretende descongestionar los despachos judiciales sino que busca que una entidad administrativa especializada pueda resolver, en forma rápida y ágil, esas controversias.   Esto es importante para muchos de los clientes de las entidades financieras y bancarias, que podrían verse perjudicados si deben esperar los resultados de los procesos ante los jueces, que pueden ser más lentos, debido a los problemas de congestión judicial. Por ello, siendo el cliente la parte débil de estas relaciones contractuales, las normas acusadas los facultan para que escojan si acuden ante los jueces o ante esta entidad administrativa, con lo cual estas disposiciones se encaminan a lograr que exista una mayor igualdad real y efectiva en este tipo de relaciones contractuales, objetivo que tiene claro sustento constitucional (CP art. 13). 

El segundo asunto bajo revisión. 

15. El actor cuestiona las normas acusadas pues considera que desconocen el debido proceso y el principio de imparcialidad judicial.  Según su parecer, no es legítimo que la ley atribuya funciones judiciales a las superintendencias, ya que esas entidades tienen a su cargo poderes de control, inspección y vigilancia sobre el sector financiero y determinadas sociedades comerciales. Por el contrario, los intervinientes y el Ministerio Público consideran que la propia Carta autoriza conferir este tipo de facultades a una entidad administrativa, como la superintendencia.  Entra la Corte a examinar este punto. 

El ejercicio de funciones judiciales por autoridades administrativas y por las superintendencias. 

16. Un primer estudio, parece llevar a la conclusión que este cargo no tiene fundamento alguno pues es cierto que, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, la ley puede asignar funciones judiciales a las superintendencias. Así, no sólo explícitamente esta Corporación ha declarado la constitucionalidad de disposiciones que confieren atribuciones judiciales a esas entidades de vigilancia y control sino que, además, la concesión de esas funciones a las superintendencias por las disposiciones acusadas parece ajustarse a los requerimientos constitucionales, por cuanto no se trata de que esas entidades administrativas instruyan sumarios o juzguen delitos. Sólo debería entonces la Corte analizar si la concesión de las atribuciones judiciales se hizo en materias precisas, como lo exige la Carta. 

17- Sin embargo, un análisis más cuidadoso de la situación muestra que el cargo específico del demandante no ha sido examinado por esta Corte, puesto que el actor no cuestiona genéricamente que la ley confiera funciones judiciales a una autoridad administrativa como la superintendencia, sino que considera que, debido a las tareas de control que cumple esa entidad, no se le pueden conferir funciones judiciales, por cuanto ella se convertiría en juez y parte en esas controversias, con lo cual se viola el debido proceso y se desconocen los principios de imparcialidad e independencia que gobiernan el ejercicio de la función judicial. Este ataque constitucional, que no ha sido explícitamente estudiado por la Corte en sus decisiones precedentes, remite entonces a una discusión distinta, que es la siguiente: ¿puede la ley conferir atribuciones judiciales a cualquier funcionario administrativo? O, por el contrario, como lo sugiere el cargo del actor, ¿para que puedan desarrollar esas potestades judiciales esos funcionarios deben gozar de ciertas cualidades propias de los jueces, como la imparcialidad y la independencia? Entra pues la Corte a examinar este asunto.

Los requisitos de imparcialidad e independencia de los funcionarios administrativos que ejercen atribuciones jurisdiccionales. 

18. Una lectura aislada y literal del artículo 116 parecería indicar que la ley puede atribuir funciones judiciales a cualquier autoridad administrativa, puesto que esa disposición constitucional no establece que el funcionario a quien se le confieran esas competencias jurisdiccionales deba reunir determinados requisitos. Sin embargo, una interpretación constitucional sistemática lleva a la inevitable conclusión de que para que un funcionario administrativo pueda ejercer funciones jurisdiccionales debe contar con ciertos atributos de independencia e imparcialidad. En efecto, la Carta es clara en señalar que las decisiones de la justicia son independientes (CP art. 228), mientras que las normas internacionales de derechos humanos, conforme a las cuales se deben interpretar los derechos constitucionales (CP art. 93), indican que toda persona tiene derecho a ser oída, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter (art. 8.1 Convención  Interamericana y art. 14-1 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos). En tales condiciones, es necesario armonizar la posibilidad que confiere el artículo 116 de la Carta de conferir funciones judiciales a las autoridades administrativas con los requisitos de imparcialidad, predeterminación e independencia que deben tener las personas que ejercen funciones jurisdiccionales. Una conclusión se impone: La ley puede conferir atribuciones judiciales a las autoridades administrativas, pero siempre y cuando los funcionarios que ejercen concretamente esas competencias no sólo se encuentren previamente determinados en la ley sino que gocen de la independencia e imparcialidad propia de quien ejercita una función judicial.  
(...)

20. El examen precedente lleva a una conclusión ineludible: bien puede la ley atribuir funciones judiciales a las superintendencias, tal y como lo hacen las disposiciones acusadas. Sin embargo, el actor acierta en señalar que en determinados casos el ejercicio de esas competencias judiciales por esas entidades es susceptible de desconocer el debido proceso, pues si el funcionario que debe decidir judicialmente un asunto en esa entidad se encuentra sometido a instrucciones al respecto por sus superiores, o tuvo que ver previamente con la materia sujeta a controversia, es obvio que no reúne la independencia y la imparcialidad que tiene que tener toda persona que ejerza una función jurisdiccional en un Estado de derecho (CP art. 228).  

¿Significa lo anterior que debe declararse la inconstitucionalidad de las normas acusadas por cuanto no es claro si éstas aseguran o no la independencia e imparcialidad de quienes ejercen funciones judiciales en esas entidades?  Para la Corte la respuesta requiere que previamente se analice el contenido mismo de las facultades y, a partir de ello, determine si en realidad se cumplen o no los requisitos de imparcialidad y autonomía que caracterizan cualquier decisión de naturaleza jurisdiccional.

21. En este orden de ideas, encuentra la Corte que dentro de las funciones generales otorgadas a las superintendencias, así como las facultades previstas en el estatuto orgánico del sistema financiero, las superintendencias tienen entre otras, las siguientes facultades4: i) de aprobación u objeción para el funcionamiento de entidades; ii) funciones respecto de la actividad de las entidades; iii) funciones de control y vigilancia; iv) facultades de supervisión; v) facultades de prevención y sanción; vi) funciones de certificación y publicidad.

22. Ahora bien, en desarrollo de la atribución referente al control, vigilancia y supervisión por parte de la Superintendencia Bancaria, esta instruye a las instituciones sujetas a control sobre la manera como se debe asegurar el cumplimiento de la actividad, fija criterios técnicos y jurídicos, practica inspecciones, establece los parámetros para asegurar el cumplimiento de las normas, todo lo cual, sin lugar a dudas, la obliga a tomar una posición frente a las entidades, que a la postre condiciona el ejercicio imparcial de sus atribuciones jurisdiccionales en estos puntos. 

23. Considera la Corte que la función de inspección, control y vigilancia permite a las superintendencias dar instrucciones que comprometen un criterio de imparcialidad para juzgar posteriormente los asuntos previstos en el artículo 51 de la ley 510 de 1999 porque, como bien lo señala el demandante, su actuación estará sujeta a esos pronunciamientos anteriores, lo cual sin duda vulnera los artículos 228 y 229 de la Constitución, en consonancia con el artículo 29 íbidem.  

24. Como es función de la Superintendencia Bancaria velar porque las entidades sujetas a control absuelvan las inquietudes de los clientes, y para tal efecto pueden adoptar las regulaciones del caso, también es contrario al criterio de imparcialidad que luego ésta decida judicialmente sobre las controversias derivadas de una respuesta desfavorable o la negativa a ella, tal y como lo señala el parágrafo primero del artículo 52 de la ley 510 de 1999, norma que también deberá ser declarada inexequible.

25. Lo anterior no quiere significar que se presuma una actitud torcida o malintencionada del funcionario que tenga a su cargo la función jurisdiccional, sino que no se dan las circunstancias que objetivamente aseguren una completa imparcialidad en la decisión final.  Retoma la Corte la apreciación expuesta en la sentencia C-141/95 en cuanto señala que la imparcialidad e independencia hace referencia al órgano institucional objetivamente considerado, mas no a las personas a quienes individualmente se atribuye su función.  La mencionada providencia precisa además: 

“La administración de justicia no sólo reclama un juez conocedor de la problemática sobre la cual debe emitir sus fallos, de juicio sereno, recto en todo sentido, con un acendrado criterio de lo justo, sino también de un juez objetiva e institucionalmente libre”(Sentencia C-141/95 MP. ANTONIO BARRERA CARBONELL)”
26. El criterio de independencia también resulta afectado toda vez que el funcionario administrativo investido de funciones judiciales está supeditado a los derroteros establecidos por el Superintendente, quien ha tenido injerencia previa y directa en el desarrollo de las funciones de control, inspección y vigilancia.  De esta manera, el mecanismo adoptado por el legislador es válido, pero resulta inocuo para casos donde no se garantiza ni la independencia ni la autonomía a que se ha hecho referencia.

27. Es necesario advertir que la situación aquí contemplada difiere completamente de la analizada en la sentencia C-1143 de 2000 MP. Carlos Gaviria Díaz, donde con el mismo argumento (desconocimiento de la imparcialidad e independencia de la Superintendencia de Sociedades), un ciudadano demandó el artículo 146 de la Ley 222 de 1995 por considerar que la Superintendencia de Sociedades desempeñaba el doble papel de juez y parte.  En esa oportunidad la Corte consideró que no había afectación de tales principios por tratarse de actuaciones en órbitas distintas y concluyó lo siguiente:

“La facultad que la norma asigna a la Superintendencia se deriva de sus funciones de inspección, vigilancia y control, en la medida en que en ejercicio de tales atribuciones, la entidad puede reunir elementos de juicio para concluir que, en el contexto de la crisis empresarial, ciertos actos del deudor  resultan sospechosos, y deben ser objeto de una verificación judicial. Como tal facultad habrá de desarrollarse, necesariamente, durante el trámite del concordato, puede dar pie para concluir, como hace el actor, que la Superintendencia obra como juez y parte en dicho proceso; sin embargo, para la Corte esa afirmación carece de fundamento jurídico. Precisamente por tratarse de una función administrativa, que coexiste con las funciones jurisdiccionales de la Superintendencia sin confundirse con ellas, la norma solamente la legitimó para interponer la acción revocatoria, mas no la le otorgó competencia para conocer de ella, ni para resolverla: por virtud de la misma disposición impugnada, el funcionario competente para ello es el juez civil del circuito o especializado de comercio del domicilio del deudor. Se trata, así, de dos procedimientos independientes: uno es el trámite del concordato como tal, que se realizará frente a la Superintendencia, y otro es el trámite de la acción revocatoria, que se ventilará ante los jueces señalados por la norma, y en el cual la citada entidad juega el rol de accionante.

En este sentido, no le asiste razón al demandante cuando considera que la independencia e imparcialidad de la Superintendencia resultan lesionadas por ser ésta juez y parte en el mismo proceso, ya que el escenario en el cual la acción revocatoria se habrá de resolver escapa a su órbita de competencia, y en todo caso, la interposición de dicha acción no la realiza en su calidad de juez del concordato, sino como ente de inspección, vigilancia y control”.  (Subrayado fuera de texto)

Sin embargo, en esta ocasión, sucede lo contrario: las directrices administrativas de inspección, control y vigilancia dadas por las superintendencias limitan una actividad jurisdiccional posterior de la misma entidad, toda vez que ya hay una posición previa de la entidad en relación con las actividades que ahora tiene que juzgar.

28. Debe quedar en claro que la posibilidad de asignar a las autoridades administrativas funciones jurisdiccionales de manera excepcional mantiene vigencia como ha sido reconocido por la Corte5, a tal punto que las normas acusadas no son las únicas que otorgan facultades de esta naturaleza a las Superintendencias, pues hay otras que así lo prevén, como por ejemplo la mencionada en la ley 222 de 1995.  Pero de cualquier manera, ello no significa que en uso de estas atribuciones puedan decidir sobre cualquier clase de asuntos diferentes a la instrucción de sumarios o la investigación de delitos: es necesario además que la independencia e imparcialidad del funcionario estén completamente aseguradas, lo cual no ocurre en casos como los aquí previstos porque habría un juez de sí mismo, naturalmente que institucionalmente hablando.  

29. En relación con lo dispuesto en el artículo 133 de la ley 446 de 1998, la Corte considera que dicha norma está en armonía con la Constitución, pero siempre y cuando la competencia otorgada al funcionario de la superintendencia no se refiera a temas desarrollados en los artículos declarados inexequibles, toda vez que allí habría también una previsión para juzgar.  En consecuencia, su exequibilidad será declarada en forma condicionada.

30. Respecto de las demás normas acusadas, observa la Corte que no regulan ni establecen cuáles son los funcionarios que concretamente adelantan las tareas jurisdiccionales.  Como ellas en sí mismas no determinan las materias susceptibles de ser decididas judicialmente por el funcionario administrativo, no puede examinarse este punto aunque, como ya fue advertido, siempre deberá asegurarse la autonomía e independencia que gobierna la función judicial, incluso cuando esta es prestada por autoridades administrativas. En consecuencia su declaratoria de constitucionalidad queda limitada a los cargos estudiados.

Limitación de la cosa juzgada. 
31. Conforme a reiterada jurisprudencia, no corresponde a la Corte estudiar oficiosamente la constitucionalidad de las leyes ordinarias sino examinar las normas específicas que sean demandadas por los ciudadanos (CP art. 241). Por ello, cuando existe una acusación general, por razones materiales o de procedimiento, contra un cuerpo normativo, pero no un ataque individualizado contra cada uno de los apartes que lo integran, la vía procedente es limitar el alcance de la cosa juzgada constitucional, en caso de que la acusación no prospere. En tales eventos, debe la Corte declarar la constitucionalidad de la disposición pero precisando que la cosa juzgada es relativa, por cuanto sólo opera por los cargos analizados en la sentencia6. Por tal motivo, los artículos acusados que sean declarados exequibles lo serán únicamente en relación con los cargos formulados por el actor. 

RESUELVE

Primero: Declarar INEXEQUIBLE el artículo 51 de la Ley 510 de 1999 que modificó el artículo 146 de la ley 446 de 1998.

Segundo: Declarar EXEQUIBLE el artículo 133 de la Ley 446 de 1998, condicionándolo a que la competencia otorgada al funcionario no se refiera a temas desarrollados en las normas aquí declaradas inexequibles.

Tercero:  Declarar EXEQUIBLE el artículo 52 de la ley 510 de 1999 que modificó el artículo 148 de la ley 446 de 1998, pero únicamente por los cargos estudiados en esta sentencia, y con excepción del parágrafo primero que se declara INEXEQUIBLE.  Así mismo, se exceptúa el inciso tercero de ese mismo artículo, que no fue analizado por ya haber sido declarado exequible por la sentencia C-384 de 2000 y en consecuencia existir cosa juzgada.

Cuarto: Declarar EXEQUIBLES los artículos 134, 135 y 147 de la ley 446 de 1998, pero únicamente por los cargos estudiados en esta sentencia».

RELACION DE LOS ULTIMOS CONCEPTOS PROFERIDOS

POR LA SUPERINTENDENCIA BANCARIA(
Subdirección de Regulación 

y Consulta
Almacenes generales de depósito

Derecho de retención

Concepto 2000101891-5 del 26 de febrero de 2001.

Banco de la República

Naturaleza.

Concepto 2000069974-1 del 11 de enero de 2001.

Captación de ahorros

Captación masiva y habitual. Otorgamiento de créditos con recursos propios.

Concepto 2000046565-1 del 27 de diciembre de 2000.

CDT

Beneficiarios de los CDT´s. Expresiones “y/o”, “o” e “y” pactadas en los CDT´s. Reclamación. 

Concepto 200076293-2 del 25 de enero de 2001.

Contrato de fiducia

Alcance y naturaleza de las obligaciones en el contrato de fiducia.

Concepto 1999071308-1 del 24 de enero de 2001.

Contrato de leasing

Cancelación del precio en la adquisición de los bienes para ser entregados en arrendamiento financiero.

Concepto 2000106432-1 del 24 de enero de 2001.

Obligaciones y responsabilidades de las entidades de leasing en un contrato de arrendamiento financiero.

Concepto 2000092891-1 del 28 de diciembre de 2000.

Cooperativas

Responsabilidades de sus administradores. Sanciones administrativas.

Concepto 2000051137-1-1 del 19 de diciembre de 2000.

Cooperativas financieras

Monto mínimo requerido de aportes sociales pagados.

Concepto 2000003531-1 del 14 de febrero de 2001.

Naturaleza.

Concepto 2000043180-1 del 18 de diciembre de 2000.

Operaciones autorizadas por la Superintendencia Bancaria

Concepto 2000086629-3-1 del 20 de diciembre de 2000*.

Cheque

Clases de endoso. Pago de cheques con negociabilidad restringida.

Concepto 2000091690-1 del 24 de enero de 2001.

Negociabilidad de cheques “para consignar únicamente en la cuenta del primer beneficiario”.

Concepto 2000054811-1 del 15 de febrero de 2001.

Protesto de cheques

Concepto 2000076517-1 del 12 de febrero de 2001.

Embargo

Inembargabilidad de sumas depositadas en la sección de ahorros. Ordenes de embargo. Acatamiento de órdenes judiciales.

Concepto 2001000569-2 del 12 de febrero de 2001.

Concepto 2000064615-1 del 2 de febrero de 2001.

Entidades públicas

Autonomía de las entidades públicas en la inversión de sus recursos. Inversión de dineros públicos.

Concepto 2000047575-1 del 14 de febrero de 2001*.

Honorarios profesionales

Pago de intereses sobre honorarios. Obligaciones que se derivan del contrato de mutuo.

Concepto 2000063626-1 del 15 de febrero de 2001.

Intereses

Tasa máxima de interés a cobrar para los créditos hipotecarios a través del sistema UVR.

Concepto 2000103749-1 del 19 de diciembre de 2000.

Ley de vivienda

Beneficios otorgados por la ley de vivienda a los deudores de créditos hipotecarios.

Concepto 2000070269-1 del 2 de enero de 2001.

Créditos para vivienda. Obligaciones hipotecarias.

Concepto 2000085336-1 del 15 de febrero de 2001.

Sistemas de amortización de créditos de vivienda individual a largo plazo.

Concepto 2000064325-1 del 15 de febrero de 2001.

Tasas de interés aplicables a los créditos de vivienda de interés social.

Concepto 2000089413-1 del 10 de enero de 2001.

Concepto 2000039921-1 del 15 de febrero de 2001.

Mercado cambiario

Régimen de divisas. Casas de cambio.

Concepto 2000069551-1 del 20 de diciembre de 2000.

Operaciones activas de crédito

Normas aplicables a esas operaciones. Condiciones generales para el otorgamiento y ejecución de los créditos.

Concepto 2000099829-1 del 10 de enero de 2001*.

Pensiones

Devolución de saldos.

Concepto 2000024268-4 del 11 de enero de 2001.

Pago de pensiones de acuerdo al retroactivo salarial de los empleados públicos del orden nacional decretado por la Corte Constitucional

Concepto 2000096854-2 del 24 de enero de 2001.

Concepto 2001002521-1 del 24 de enero de 2001.

Concepto 2001003879-2 del 25 de enero de 2001.

Régimen de ahorro individual con solidaridad

Concepto 2000026505-1 del 16 de enero de 2001.

Pólizas de seguros

Expedición de pólizas de manejo para amparar riesgos inherentes a la administración de bienes del Estado.

Concepto 2000090520-1 del 21 de diciembre de 2000*.

Régimen de inhabilidades e incompatibilidades

Aplicabilidad del régimen de inhabilidades  e incompatibilidades de la Ley 80 de 1993 a las Empresas Industriales y Comerciales del Estado.

Concepto 2000090025-1 del 15 de febrero de 2001.

Revisor fiscal

Funciones. Renuncia del revisor fiscal de una entidad vigilada por la Superintendencia Bancaria.

Concepto 2000089734-2 del 14 de febrero de 2001.

Seguro de vida

Seguro de vida temporal. Obligación del asegurado. Pago del dividendo

Concepto 2000010047-2 del 22 de diciembre de 2000.

Títulos valores

Operaciones con títulos valores en blanco. Requisitos.

Concepto 2000085581-2 del 24 de enero de 2001.

Pagarés firmados con espacios en blanco.

Concepto 2000048702-2 del 18 de diciembre de 2000.

Conceptos
Autonomía de las entidades públicas 

en la inversión de sus recursos

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirección de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000047575-1 

14 de febrero de 2001
«Sea lo primero precisar que de acuerdo con las facultades otorgadas a esta Superintendencia en el artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, no le corresponde expedir las directrices para que las entidades públicas inviertan los recursos que manejan, correspondiendo dicha labor a otros organismos estatales tales como la Contraloría General de la Nación o la Dirección del Tesoro Nacional.

No obstante lo anterior, importa destacar que revisadas las normas que reglamentan las condiciones para la inversión de los dineros públicos se determinó que el artículo 98 del Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico del Presupuesto) establece que:

“La Dirección del Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el manejo de la cuenta única nacional podrá directamente o a través de intermediarios especializados autorizados hacer las siguientes operaciones financieras, en coordinación con la Dirección General de Crédito Público del Ministerio de Hacienda:

b.‑ Operaciones en el país sobre títulos valores emitidos por el Banco de la República y las instituciones financieras sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y otros títulos que autorice el gobierno, las cuales deberán hacerse a corto plazo y manteniendo una estricta política de no concentración y de diversificación de riesgos”.

A este respecto, señaló el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el oficio del 26 de agosto de 1999 lo siguiente:

“( .. ) hace falta señalar que la normatividad que rige la administración de las finanzas públicas esta fundamentada sobre la consideración de que los recursos públicos son escasos frente a la responsabilidad de atender el debido funcionamiento de los organismos y el financiamiento de los programas encaminados a asegurar el abastecimiento de los servicios a que tiene derecho la población.

Por las razones anotadas, los principios de planificación y de programación integral en concomitancia con el de eficacia, que entre otros rigen la acción fiscal, conminan a las entidades estatales a estar preparadas para hacer uso de los ingresos en los fines anotados. Esta circunstancia ubica las posibilidades de obtener rendimientos financieros en el entorno de la tesorería, que es donde se acumulan los recursos flotantes, es decir los que pueden y deben ser utilizados para realizar inversiones temporales, mientras se les da solución a las dificultades en materia de contratación y demás inconvenientes administrativos que causan tal disponibilidad.

Para responder la segunda parte de su consulta, esto es, determinar con qué entidades se pueden constituir los CDAT, se debe tener en cuenta que estas operaciones solamente se pueden realizar con instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y que el proceso de selección además de considerar el análisis comparativo favorable de los títulos que ofrecen debe ser fruto del examen de las variables de contingencia, que tienen que ver con la solidez y el prestigio de esta clase de organizaciones dedicadas a la intermediación” (resaltamos).

Así mismo, en desarrollo del Decreto 111 de 1996 se expidió el Decreto 2188 de 1997 (modificatorio del Decreto 798 del 20 de marzo de 1997), mediante el cual se dictaron normas relacionadas con la inversión de los recursos de los órganos públicos del orden nacional de los que trata el Decreto 1013 de 1995 (establecimientos públicos), que establece en el parágrafo del artículo 10, lo siguiente:

“Los depósitos en cuenta corriente bancaria, los depósitos de ahorro y la constitución de certificados de ahorro a término, a los que alude el presente decreto, deberán efectuarse en todos los casos en entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria. También podrán efectuarse en cooperativas especializadas de ahorro y crédito y las cooperativas multiactivas o integrales con sección de ahorro y crédito sometidas a la vigilancia del Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas, Dancoop, previa certificación expedida por el Revisor Fiscal de la respectiva cooperativa con base en el último informe trimestral sobre el cumplimiento de las disposiciones relativas a relación de solvencia, límites individuales de crédito y concentración de operaciones establecidas en el Decreto 1840 de 1997 y las normas que lo modifiquen o sustituyan”.

Igualmente, el artículo 3º del decreto en mención indica que:

“Los organismos públicos del orden nacional a que se refiere el Decreto 1013 de 1995 sólo podrán realizar inversiones u operaciones en títulos que estén calificados por una sociedad calificadora de valores según las reglas previstas por la Superintendencia de Valores para los casos de calificación obligatoria. Sin embargo, no será necesaria la calificación cuando se trate de títulos emitidos por el Gobierno Nacional o por el Banco de la República, o de títulos avalados tanto por capital como por intereses por un establecimiento de crédito.

Cuando en desarrollo de lo previsto en las disposiciones del presente decreto los organismos públicos del orden nacional a que se refiere el Decreto 1013 de 1995 pretendan constituir certificados de depósito a término y certificados de depósito de ahorro a término, sólo podrán constituirlos previa calificación del endeudamiento proveniente de la colocación de dichos certificados, a partir de los seis meses siguientes a la fecha en que se otorgue el certificado de autorización a una sociedad calificadora distinta de la que opera actualmente en el país. Dicho endeudamiento deberá ser objeto de por lo menos dos calificaciones, a partir del momento en que la Superintendencia de Valores haya otorgado certificado de autorización a tres o más calificadores de valores”.

Conforme a las normas anotadas, las inversiones que realizan las entidades públicas del orden nacional deberán efectuarse en entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, para las cuales deberán tenerse en cuenta factores que establezcan más la solidez de la entidad que la mejor opción de mercado.

Así las cosas, y como quiera que a la fecha no existe un procedimiento especial, cada entidad pública, con base en las políticas de carácter general anotadas, fija los criterios para la inversión, determinando ellas mismas el método, las reglas y los alcances de dicha evaluación, así como las sanciones en caso de inobservancia de algunas de sus condiciones».

Cooperativas financieras. Operaciones autorizadas 

por la Superintendencia Bancaria

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirección de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000086629-3 

20 de diciembre de 2000
«1. ¿Existe algún tipo de cooperativa que se encuentre bajo la vigilancia de dicha Superintendencia?

6. Existen algunas cooperativas que estén vigiladas paralela o exclusivamente por la Superintendencia Bancaria; de ser así, ¿qué tipo de actividad o servicio deben realizar para que estén sometidas a la vigilancia de ésta última?.

9. ¿Dentro de los registros de dicha Superintendencia aparece como entidad bajo su vigilancia la Cooperativa (...). En caso negativo, qué entidad debe ejercer vigilancia sobre ella, en el evento de que captara y colocara masivamente recursos o dineros del público (ya sean asociados o terceros)?”.

Sobre este particular, conviene recordar que el parágrafo 2o del artículo 17 del Decreto 1688 de 1997 determinó que la Superintendencia Bancaria asumiría la vigilancia y control de los entes cooperativos que adelantaran actividad financiera en forma especializada en un plazo máximo de un (1) año, contado a partir de la fecha de publicación del citado decreto.

A través del Decreto 619 de 1998 se dispuso que a más tardar el 27 de junio de 1998 este organismo asumiría el control y vigilancia de las cooperativas que adelantaran actividad financiera en forma especializada, y el 1º de enero de 1999 el de las cooperativas multiactivas o integrales con sección de ahorro y crédito y cooperativas de ahorro crédito que a junio 30 de 1998 reunieran las condiciones específicas allí previstas.

Mediante la expedición de la Ley 454 de 1998 el legislativo consagró el marco conceptual que regula la economía solidaria, dictó normas sobre la actividad financiera de las entidades de naturaleza cooperativa y emitió otras disposiciones. Las condiciones para el ejercicio de la actividad financiera se encuentran consagradas en los artículos 39 a 50 ibídem.

El artículo 40 de la ley en cita define a las cooperativas financieras como “organismos cooperativos especializados cuya función principal consiste en adelantar actividad financiera, su naturaleza jurídica se rige por las disposiciones de la Ley 79 de 1988 y se encuentran sometidas al control, inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria”, otorga a estas cooperativas el carácter de “establecimientos de crédito” y señala adicionalmente que para desarrollar operaciones propias de las mismas “se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de la Superintendencia Bancaria”, condicionada al cumplimiento anticipado de ciertos requisitos.

Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Ley 454 claramente se restringe el desarrollo de la actividad financiera con terceros a las cooperativas multiactivas o integrales y de ahorro y crédito que bajo la nueva concepción son cerradas y sólo pueden captar recursos exclusivamente de sus asociados. De suerte que las entidades que actualmente se encuentran bajo el control de la Superintendencia Bancaria que no se conviertan o especialicen necesariamente deben liquidarse o transformarse.

A la fecha la única cooperativa financiera autorizada por esta Superintendencia es la (...) y, por lo tanto, ninguna otra entidad puede desarrollar las actividades que la ley reconoce a este tipo de establecimientos de crédito.

De otro lado, debe indicarse que verificados nuestros archivos se estableció que la por usted mencionada (...), no se encuentra bajo la vigilancia de esta Superintendencia, existiendo un registro a nombre de la entidad denominada (...).

2.
¿Qué tipo de requisitos legales deben reunir las cooperativas que quieran captar y colocar masivamente recursos o dineros del público? (sea o no éste asociado).

3. ¿Existe alguna definición legal que establezca qué debe entenderse por captación y colocación masiva de recursos o dineros del público? (sea o no éste asociado).

7. ¿A qué tipo de sanciones administrativas y penales se enfrentan las cooperativas o sus representantes legales que sin estar autorizados legalmente para captar y colocar recursos o dinero del público, ya sea de asociados o de terceros, realicen tales prácticas?

8. ¿Existe alguna forma expedita que permita a cualquier usuario de tales cooperativas inferir que éstas se encuentran autorizadas para captar y colocar recursos o dineros del público, sean o no asociados? (v.gr. una resolución del DANSOCIAL o del extinto DANCOOP o de la Supersolidaria o de la Superbancaria).

12. En Colombia, ¿puede libremente cualquier persona natural o jurídica realizar labores de captación y colocación de recursos? En caso negativo, ¿a qué tipo de sanciones administrativas y penales se expone quien las realiza en tales condiciones y qué entidad estatal es la encargada de imponer las respectivas sanciones?

Al respecto, cabe señalar que de conformidad con lo previsto por el artículo 40 de la Ley 454 de 1998, para adelantar las operaciones propias de las cooperativas financieras se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de esta Superintendencia, que la impartirá únicamente previo el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a)
Demostrar experiencia no menor de tres (3) años en el ejercicio de la actividad financiera con asociados como cooperativa de ahorro y crédito o multiactiva o integral con sección de ahorro y crédito, en una forma ajustada a las disposiciones legales y estatutarias.

b)
Acreditar y mantener un monto mínimo de aportes sociales pagados equivalente a una suma no inferior a mil quinientos millones de pesos ($1.500.000.000), valor que se ajustará anual y acumulativamente a partir de 1999 mediante la aplicación de la variación del IPC total ponderado, que calcula el DANE.

La Superintendencia Bancaria se cerciorará, por cualesquiera investigaciones que estime pertinentes, de la solvencia patrimonial de la entidad, de su idoneidad y de la de sus administradores. Adicionalmente, podrá establecer planes de ajuste para la conversión en cooperativas financieras de las cooperativas que a la fecha de entrada en vigencia de dicha ley se encuentren sometidas a su vigilancia.

Por otro aspecto, es del caso precisar que las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquiera otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos del público, según preceptos constitucionales, son de interés público y sólo pueden ser realizadas previa autorización del Estado. De tal forma, le compete a la Superintendencia Bancaria como organismo técnico de carácter administrativo evitar que personas no autorizadas conforme a la ley ejerzan actividades exclusivas de las entidades vigiladas y supervisar de manera integral las operaciones de las instituciones sometidas a su control con el fin de velar por el cumplimiento de las normas que las regulan, asegurando la confianza pública en el sistema financiero.

Bajo este contexto, la intermediación financiera es una actividad propia de las entidades vigiladas por este organismo y se entiende como la captación profesional de recursos del público mediante la realización de operaciones pasivas o de recepción de fondos con el fin de colocarlos, también en forma masiva, a través de la ejecución de operaciones activas o de otorgamiento de créditos, gestión que por su naturaleza requiere previa autorización administrativa.

Ahora, para que una conducta se traduzca en captación masiva y habitual de dineros del público deben presentarse los supuestos de hecho señalados en el artículo 1º del Decreto 3227 de 1982, modificado por el artículo 1º del Decreto 1981 de 1988, a saber:

“Para los efectos del Decreto 2920 de 1982, se entiende que una persona natural o jurídica capta dineros del público en forma masiva y habitual en cualquiera de los siguientes casos:

1. Cuando su pasivo para con el público esté compuesto por obligaciones con más de veinte (20) personas o por más de cincuenta (50) obligaciones, en cualquiera de los dos casos contraidas directamente o a través de interpuesta persona.

Por pasivo para con el público se entiende el monto de las obligaciones contraidas por haber recibido dinero a título de mutuo o a cualquiera otro en que no se prevea como contraprestación el suministro de bienes o servicios.

2. Cuando, conjunta o separadamente, haya celebrado en un período de tres (3) meses consecutivos más de veinte (20) contratos de mandato con el objeto de administrar dineros de sus mandantes bajo la modalidad de libre administración o para invertirlos en títulos o valores a juicio del mandatario, o haya vendido títulos de crédito o de inversión con la obligación para el comprador de transferirle la propiedad de títulos de la misma especie, a la vista o en un plazo convenido y contra reembolso de un precio.

Para  determinar el período de los tres (3) meses a que se refiere el inciso anterior, podrá tenerse como fecha inicial la que corresponda a cualquiera de los contratos de mandato o de las operaciones de venta”.

Como requisito para la adecuación del comportamiento al evento descrito es necesario que en cualquiera de los casos señalados concurra una de las siguientes condiciones, según el parágrafo 1º de la misma norma:

“a) Que el valor total de los dineros recibidos por el conjunto de las operaciones indicadas sobrepase el 50 % del patrimonio líquido de aquella persona, o

b) Que las operaciones respectivas hayan sido el resultado de haber realizado ofertas públicas o privadas a personas innominadas, o de haber utilizado cualquier otro sistema con efectos idénticos o similares

Parágrafo 2. ‑ No quedarán comprendidos dentro de los cómputos a que se refiere el presente artículo las operaciones realizadas con el cónyuge o los parientes hasta el 4º   grado de consanguinidad, 2º  de afinidad y único civil, o con los socios o asociados que, teniendo previamente esta calidad en la respectiva sociedad o asociación durante un período de seis (6) meses consecutivos, posean individualmente una participación en el capital de la misma sociedad o asociación superior al cinco por ciento (5%) de dicho capital.

Tampoco se computarán las operaciones realizadas con las instituciones financieras definidas por el artículo 24 del Decreto 2920 de 1982”.

Cabe agregar que de conformidad con lo previsto en el numeral 3º. del artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero “Quien capte dineros del público en forma masiva y habitual sin contar con la previa autorización de la autoridad competente, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años”.

Lo anterior sin perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que esta Superintendencia está facultada para imponer a las personas naturales o jurídicas que realicen actividades exclusivas de las instituciones vigiladas sin contar con la debida autorización, en los términos del artículo 108 de la misma reglamentación, norma del siguiente tenor:

“1. Medidas cautelares. Corresponde a la Superintendencia Bancaria imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares a las personas naturales o jurídicas que realicen actividades exclusivas de las instituciones vigiladas sin contar con la debida autorización:

a) La suspensión inmediata de tales actividades, bajo apremio de multas sucesivas hasta por un millón de pesos ($1. 000 000) cada una,

b) La disolución de la persona jurídica, y

c) La liquidación rápida y progresiva de las operaciones realizadas ilegalmente, para lo cual se seguirán en lo pertinente los procedimientos administrativos que señala el presente Estatuto para los casos de toma de posesión de los bienes, haberes y negocios de las instituciones financieras.

Parágrafo 1º ‑ La Superintendencia Bancaria entablará, en estos casos, las acciones cautelares para asegurar eficazmente los derechos de terceros de buena fe y bajo su responsabilidad, procederá de inmediato a tomar las medidas necesarias para informar al público.

Parágrafo 2º ‑ La Superintendencia Bancaria podrá imponer las sanciones previstas en los artículos 209 y 211 a cualquier persona que obstruya o impida el desarrollo de las actuaciones administrativas que se adelanten para establecer la existencia de un eventual ejercicio ilegal de las actividades exclusivos de las entidades vigiladas, así como a aquellas personas que le suministren información falsa o inexacta”

De esa forma y teniendo claro que la actividad de captación de fondos del público en forma masiva y habitual se erige, además de contravención administrativa, en conducta delictiva, no resulta viable su realización por parte de personas distintas a las debidamente autorizadas por la Superintendencia Bancaria, o por la Ley 454 de 1998 para ejercer la actividad financiera.

4. ¿A qué tasas máximas se permite a las cooperativas captar y colocar dichos recursos o dineros?

5. Dada la filosofía que inspira su creación y servicio, cuando celebran contratos de mutuo con sus asociados o con terceros ¿deben prestar a éstos teniendo como parámetros las tasas máximas señaladas por dicha Superintendencia para los créditos ordinarios de libre asignación?. En caso negativo, ¿qué topes legales deben tener en cuenta para dicha labor?

Para hacer mayor claridad sobre estos aspectos es conveniente anotar, por una parte, que la Superintendencia de la Economía Solidaria instruyó a las entidades sobre las cuales ejerce supervisión en relación con las tasas máximas de interés que las mismas pueden cobrar a través de la Circular Externa No. 0007 del 6 de junio del 2000 (...).

En cuanto tiene que ver con las entidades sometidas al control y vigilancia de este organismo, entre ellas las cooperativas financieras, me permito manifestarle que de conformidad con lo señalado en la Circular Externa 051 del año en curso, expedida por esta Superintendencia con el fin de efectuar algunas precisiones en torno al concepto que sobre el tema de los intereses rindió el Consejo de Estado el día 5 de julio de 2000, Magistrado Ponente Dr. César Hoyos Salazar, Radicación 1.276:

“3. Las tasas máximas del interés remuneratorio que los establecimientos de crédito pueden cobrar o pagar a su clientela sobre todas las operaciones activas y pasivas, únicamente puede señalarlas la Junta Directiva del Banco de la República, por ser una función exclusiva y permanente que le está asignada por el literal e) del artículo 16 de la Ley 31 de 1992, en el texto que quedó vigente después de la declaratoria de inexequibilidad parcial contenida en la Sentencia C‑208 del 1º de marzo del 2000, proferida por la Corte Constitucional.

4. En tanto la autoridad monetaria no señale tales tasas máximas remuneratorias, las mismas responderán a los requerimientos del mercado, teniendo en cuenta en todo caso que, como precisó el Consejo de Estado, “no se pueden cobrar o recibir intereses que excedan la tasa constitutiva del delito de usura”.

5. Las modificaciones que presenten las tasas de interés durante la vida de préstamos pactados con instituciones vigiladas por la Superintendencia Bancaria deben traducirse en la correspondiente reducción de los montos convenidos al tiempo de la celebración de los contratos, cuando quiera que al momento de la causación de los réditos aquellos sobrepasen los limites establecidos en normas que, dado su carácter de disposiciones  de orden público, priman sobre cualquier acuerdo de voluntades. En este sentido destacó el máximo Tribunal de lo contencioso administrativo que no puede predicarse la existencia de derechos adquiridos en relación con intereses pactados en contratos de mutuo que contravengan tales preceptos.

8. Dentro de las funciones ordinarias de vigilancia que corresponden a la Superintendencia Bancaria no se encuentra la de ordenar la reducción de la prestación debida cuando las tasas de interés cobradas por una institución financiera sobrepasen los límites legales, como sí la de velar por que se haga efectiva la entrega de las sumas que la entidad acreedora esté obligada a devolver por mandato judicial”.

(...)

No obstante, cabe recordar que a más de los efectos penales que pudieran derivarse de cobrar intereses en exceso de los límites máximos permitidos y sin perjuicio de las sanciones de carácter administrativo en que pueda quedar incursa una institución vigilada derivadas del desconocimiento de instrucciones en esta materia, el acreedor quedará expuesto a la aplicación de las consecuencias legales previstas en el artículo 884 del Código de Comercio, modificado por el artículo 111 de la Ley 510 de 1999, así como en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990, esto es, a perder todos los intereses cobrados en exceso, remuneratorios, moratorios o ambos, según se trate, aumentados en un monto igual, para lo cual es necesario que el afectado interponga la correspondiente acción ante la justicia ordinaria».

Expedición de pólizas para amparar riesgos 

inherentes al manejo de bienes del Estado

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirección de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000090520-1 

21 de diciembre de 2000
«1. La expedición de pólizas de manejo para amparar los riesgos inherentes al manejo de fondos y/o bienes del Estado a cargo de personas que tengan tal responsabilidad, resulta legalmente posible por parte de las compañías de seguros que tengan autorizado el ramo respectivo.

2. Dentro del ámbito de la competencia dispositiva que asiste a los particulares para ejecutar actos de autorregulación de sus intereses, las compañías de seguros son autónomas para celebrar contratos de seguros si legal, técnica y económicamente resulta una operación factible o, por el contrario, abstenerse de hacerlo según su libre albedrío, considerando que no existe un régimen legal que las conmine a asumir amparos no aceptados voluntariamente, salvo claro está el caso de los denominados seguros obligatorios, que al tenor de lo señalado en el artículo 94 de la Ley 45 de 1990, incorporado en el artículo 191 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, solamente podrán crearse por ley.

A su vez, el artículo 1056 del Código de Comercio establece: “Con las restricciones legales, el asegurador podrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado” (el resaltado no es del texto), disposición que reconoce la posibilidad que aquél tiene para seleccionar los riesgos de acuerdo con la experiencia obtenida en el desarrollo de su actividad.

Esta norma permite que el asegurador tenga plena libertad para asumir “a su arbitrio” los riesgos vinculados al interés asegurable que estime conveniente. En dicha delimitación de los riesgos asumidos intervienen diversos factores relacionados con la causa del riesgo, con el objeto sobre el cual recae, con su localización espacial o con su época de ocurrencia y en algunos casos con las condiciones del reasegurador. Es así como el asegurador puede libremente comprometerse a indemnizar las pérdidas económicas derivadas del acaecimiento de un riesgo, siempre y cuando el riesgo no se vincule a una causa determinada señalada en el contrato como una exclusión.

Así las cosas, aunque exista disposición legal que exija a las personas que manejen fondos y/o bienes del Estado prestar una póliza de seguro que ampare los riesgos inherentes a dicha actividad, expedida por compañías de seguros legalmente autorizadas para funcionar en Colombia, tal mandato no configura una excepción a lo establecido por el artículo 191 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero ni a la mencionada facultad dispositiva y, por ende, no existe a cargo de las compañías de seguros la obligación de suscribir tal seguro.

En este orden de ideas, teniendo en cuenta que no se trata por ley de un seguro de obligatoria aceptación y expedición por parte de las entidades aseguradoras, estas gozan, por consiguiente, de plena autonomía para el efecto, por lo que pueden en ejercicio de esta decidir no asumir riesgos si, como el caso que ilustra su consulta, el valor a asegurar resulta en su concepto mínimo, aspecto respecto del cual debe agregarse que no existe norma que las obligue a asegurar a partir de determinado monto».

Operaciones activas de crédito. Condiciones

generales. Cupo individual. 

Reestructuración. 

SUPERINTENDENCIA BANCARIA

Subdirección de Regulación y Consulta

Concepto No. 2000099829-1 

10 de enero de 2001
«1. Qué requisitos deben cumplir un deudor y sus codeudores o avalistas para solicitar y tramitar créditos de cartera ordinaria y sí los mismos son de obligatorio cumplimiento para todas las compañías de financiamiento comercial.

Sobre el particular, me permito manifestarle que sin perjuicio de los requisitos que cada establecimiento de crédito haya establecido dentro de sus manuales o políticas internas, las entidades sometidas al control de este organismo deben dar cumplimiento a las siguientes disposiciones:

“Artículo 120.‑ NORMAS APLICABLES A LAS OPERACIONES ACTIVAS DE CREDITO.

1. Información requerida para el otorgamiento de crédito. De conformidad con el artículo 620 del Decreto 624 de 1989 (Estatuto Tributario), para efectos del otorgamiento de préstamos las entidades de crédito deberán fundamentarse en la información contenida en la declaración de renta y complementarios del solicitante, correspondiente al último período gravable” (Estatuto Orgánico del Sistema Financiero).

Al respecto, esta Superintendencia ha impartido las siguientes instrucciones generales relativas a las operaciones comunes a los establecimientos de crédito, contenidas en el Capítulo Primero, Título II de la Circular Externa 007 de 1996 (Básica Jurídica):

“1. CONDICIONES GENERALES APLICABLES A CUALQUIER OPERACION ACTIVA DE CREDITO

1.1.1. Condiciones generales para el otorgamiento y ejecución de los créditos

a. Requerimientos de información.

Para el correcto y debido acatamiento de lo dispuesto en el artículo 620 del Estatuto Tributario, en concordancia con lo establecido en el artículo 120, numeral 1º, del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, para efectos del otorgamiento de préstamos se deberá fundamentar “en la información contenida en la declaración de renta y complementarios del solicitante correspondiente al último período gravable”.

b. Personas obligadas a presentar declaración

Respecto de aquellas personas que, conforme a los artículos 7º,  8º, 10º, 11º , 13º, 14º, 15º,  16º , 17º   y 20º del Estatuto Tributario, están obligados a presentar la declaración del impuesto sobre renta y complementarios (artículo 2º) los establecimientos de crédito deben exigirles tal documento.

c. Asalariados no declarantes

Tratándose de personas asalariadas no obligadas a declarar, ninguna entidad de derecho público o privado puede exigir la presentación o exhibición de copia de la declaración de renta y complementarios, la cual de conformidad con el artículo 34 del Decreto 2321 de 1995 se entenderá reemplazada por el certificado de ingresos y retenciones. En relación con las personas que, no siendo asalariados, no estén obligados a declarar renta por sus condiciones patrimoniales conviene precisar que no es procedente exigirles la presentación de declaración alguna, pues tal declaración se entenderá igualmente reemplazada por el certificado de que trata el artículo 29 del Decreto 836 de 1991.

d. Entidades no contribuyentes

En lo tocante con las entidades no contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios, conforme al parágrafo del artículo 574 del Decreto 624 de 1989 (Estatuto Tributario), las entidades crediticias deberán exigirles la presentación de la declaración anual de ingresos y patrimonio.

Es del caso advertir que, además de los que hayan de pedirse conforme a lo expuesto en los literales precedentes, los establecimientos de crédito deben solicitar los demás documentos que sean conducentes para el esclarecimiento de la solvencia económica de sus potenciales deudores, a efectos de lograr una adecuada evaluación de la capacidad de pago del solicitante, así como del riesgo asumido en la concesión de sus créditos.

d‑1. Balances certificados por contador público

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 19, num. 3º, del Código de Comercio, la obligación de llevar contabilidad se predica de quienes tienen la calidad de comerciantes, como los define el artículo 10º del mismo Código.

En tal sentido, no procede exigir la presentación de balances certificados por contador público respecto de personas que legalmente no están obligadas a llevar contabilidad de sus negocios pues, en los términos del artículo 10º de la Ley 43 de 1990, la atestación o firma de este profesional, tratándose de balances, hará presumir “que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que éstos se ajustan a las normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la correspondiente situación financiera en la fecha del balance”, hechos de que mal podría dar fe un contador público en el caso de personas no comerciantes, por simple sustracción de materia.

Es del caso advertir que, además de los que hayan de pedirse conforme a lo expuesto en los literales precedentes, los establecimientos de crédito pueden solicitar los documentos que sean conducentes para el esclarecimiento de la solvencia económica de sus potenciales deudores, a efectos de lograr una adecuada evaluación de la capacidad de pago del solicitante, así como del riesgo asumido en la concesión de sus créditos”.

Por su parte, el Capítulo II de la Circular Externa 100 de 1995 (Básica Contable y Financiera), modificada por la Circular Externa 070 de 2000, mediante la cual esta Entidad impartió instrucciones a las entidades vigiladas sobre evaluación de cartera de créditos y contratos de leasing, establece en su numeral 11 lo siguiente:

“1. CRITERIOS PARA EL OTORGAMIENTO DE CREDITO Y PARA LA CELEBRACION DE CONTRATOS DE LEASING

Los criterios que considerarán las entidades vigiladas en el otorgamiento de préstamos y para celebrar los contratos de leasing serán, entre otros, los siguientes:

1.1 La capacidad de pago del deudor y los flujos de caja de los proyectos financiados. En consecuencia, los planes de amortización deberán consultar dichas capacidad de pago y flujos de ingresos.

Para el otorgamiento de créditos de vivienda individual a largo plazo se deberá obtener y analizar la información referente al respectivo deudor y a la garantía, con base en una metodología técnica idónea que permita proyectar la evolución previsible tanto del precio del inmueble, como de los ingresos del deudor, de manera que razonablemente pueda concluirse que el crédito durante toda su vida podrá ser puntualmente atendido y estaría suficientemente garantizado.

1.2 Liquidez, cobertura e idoneidad de las garantías y de los bienes objeto de contratos de leasing, teniendo en cuenta, entre otros aspectos, la celeridad con que puedan hacerse efectivas, su valor de mercado técnicamente establecido, los costos razonablemente estimados de su realización y el cumplimiento de los requisitos de orden jurídico para hacerlas exigibles.

1.3 Información proveniente de centrales de riesgos, consolidadas con el sistema, y de las demás fuentes de información comercial de que disponga la institución vigilada.

1.4 Para el caso de operaciones de crédito con el exterior, el análisis de riesgo que se haga del país en el cual está domiciliado el deudor. Tal análisis deberá estar especialmente orientado a identificar los riesgos derivados de la transferibilidad y convertibilidad de las divisas requeridas para atender el crédito.

Todas las referencias que en el presente instructivo se hagan al deudor, se deben entender igualmente hechas al codeudor o codeudores que estén vinculados a la respectiva operación de crédito. Igualmente, las normas sobre clasificación, calificación y provisiones y demás reglas previstas en este instructivo se deberán aplicar a los patrimonios autónomos que administren cartera de créditos y contratos de leasing”.

2. “Luego de aprobado el crédito por encontrarse satisfechos todos los requisitos que según las normas se deben cumplir, ¿qué requisitos deben cumplir los solicitantes para que proceda el desembolso del dinero prestado?”.

Sobre este aspecto, es del caso señalar que no existe disposición legal que en forma expresa se refiera a los requisitos que deban observarse previamente al desembolso de un préstamo, de tal suerte que será cada establecimiento de crédito el que en desarrollo del profesionalismo y diligencia propios de quien se dedica a la actividad financiera autónomamente los establezca y exija su cumplimiento.

Lo anterior debe entenderse sin perjuicio del cumplimiento de normas sobre límites individuales de crédito contenidas en el Decreto 2360 de 1993 y disposiciones concordantes, según las cuales las entidades vigiladas deberán sujetarse a unos determinados montos máximos de crédito que puedan otorgar a una misma persona para evitar una excesiva exposición individual, debiendo constituir garantías o seguridades admisibles para efectos de exceder dichos límites.

De otra parte, en relación con las inquietudes formuladas en los numerales 3º a 9º de su petición, se observa que las mismas se vinculan a la eventual responsabilidad de una determinada entidad financiera frente a una situación concreta, respecto de la cual como usted lo manifiesta se presentaría una queja, por lo que procede manifestar que conforme a las facultades establecidas en el artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiera y teniendo en cuenta el propósito del derecho de formulación de consultas, no resulta esta la instancia competente para dirimir un conflicto o para determinar dicha responsabilidad.

No obstante y sin que el presente pronunciamiento signifique el asumir una posición específica para resolver conflicto alguno, se efectúan los siguientes comentarios a título meramente ilustrativo y con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo:

De conformidad con las disposiciones sobre cupo individual de crédito contenidas en el ya mencionado Decreto 2360 de 1993:

“Cuantía máxima del cupo individual. Ningún establecimiento de crédito podrá realizar con persona alguna, directa o indirectamente, operaciones activas de crédito que, conjunta o separadamente, superen el 10% de su patrimonio técnico, si la única garantía de la operación es el patrimonio del deudor.

Sin embargo podrán efectuarse con una misma persona, directa o indirectamente, operaciones activas de crédito que conjunta o separadamente no excedan del veinticinco por ciento (25%) del patrimonio técnico, siempre y cuando las operaciones respectivas cuenten con garantías o seguridades admisibles suficientes para amparar el riesgo que exceda del cinco por ciento (5%) de dicho patrimonio, de acuerdo con la evaluación específica que realice previamente la institución”.
En tal sentido es del caso destacar que el artículo 4º ibídem efectúa una enumeración de garantías admisibles, entre las cuales se encuentran la hipoteca y la prenda ‑con o sin tenencia‑, advirtiendo en el parágrafo segundo que dicha enumeración no es taxativa, de tal suerte que puede constituir garantía admisible aquella seguridad que sin estar en la mencionada relación cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 3º del decreto en comento, a cuyo tenor:

“Garantías Admisibles. Para los propósitos del artículo anterior, se considerarán garantías o seguridades admisibles para garantizar obligaciones que en conjunto excedan del diez por ciento (10%) del patrimonio técnico aquellas garantías o seguridades que cumplan con las siguientes condiciones:

 a) Que la garantía o seguridad constituida tenga un valor, establecido con base en criterios técnicos y objetivos, que sea suficiente para cubrir el monto de la obligación, y

b) Que la garantía o seguridad ofrezca un respaldo jurídicamente eficaz al pago de la obligación garantizada al otorgar al acreedor una preferencia o mejor derecho para obtener el pago de la obligación”.

En este orden de ideas, será cada establecimiento de crédito el que según el monto de la obligación, su patrimonio técnico, los estudios jurídicos y financieros que adelante, etc. determine y acuerde con su cliente el tipo de garantía a constituirse y los requisitos pertinentes para el efecto.

Ahora bien, en relación con la reestructuración de créditos establece el numeral 12 del Capítulo II de la Circular Básica Contable y Financiera:

“12. REESTRUCTURACIÓN DE CRÉDITOS O DE CONTRATOS

Se entenderá como crédito o contrato reestructurado aquél respecto del cual se ha celebrado un negocio jurídico de cualquier clase que tenga como objeto o efecto modificar cualquiera de las condiciones originalmente pactadas, en beneficio del deudor.

A los créditos o contratos reestructurados se les otorgará una calificación de mayor riesgo, dependiendo dicha calificación de mayor riesgo, de las condiciones financieras del deudor, del codeudor, y de los flujos de ingresos del proyecto, si fuere el caso, al momento de la reestructuración.

Habrá lugar a mantener la calificación previa a la reestructuración cuando se mejoren las garantías constituidas para el otorgamiento del crédito o la celebración del contrato y el resultado del estudio que se realice para efectuar la reestructuración demuestre que las condiciones del deudor así lo amerita.

Podrán ser trasladados a una categoría de menor riesgo los créditos y contratos reestructurados, cuando además de que los flujos de ingresos del deudor o del proyecto permitan concluir que los pagos podrán ser atendidos, se hayan tomado por el deudor acciones de fortalecimiento patrimonial, tales como abono o reducción de lo adeudado en porcentajes no inferiores al diez por ciento (10%) del capital si se trata de créditos y al diez por ciento (10%) del valor de los cánones pendientes de pago, descontado el componente financiero, si se trata de contratos de leasing, capitalización o reestructuración del negocio que conlleve reducción de gastos y mejora en la rentabilidad operacional. En cualquier caso, el traslado a una categoría de menor riesgo sólo podrá efectuarse cuando el acuerdo de reestructuración prevea períodos de gracia para el pago de los intereses o de los cánones del arrendamiento financiero, iguales o inferiores a seis (6) meses.

Para estos casos, aunque el deudor reestructurado sea calificado en 'A', sólo será posible reversar provisiones cuando se hayan atendido puntualmente los dos primeros pagos convenidos en el acuerdo de reestructuración.

Adicionalmente, las instituciones vigiladas que convengan con sus deudores la reestructuración de créditos o contratos deberán observar lo siguiente:

a) Efectuar un seguimiento permanente respecto del cumplimiento del acuerdo de reestructuración.

b) En caso de existir garantía real, actualización del avalúo de la misma, siempre que el último avalúo tenga más de un (1) año de haber sido practicado, a fin de establecer su valor de mercado o de realización. Dicha actualización del avalúo deberá hacerse en todo caso cuando quiera que se reestructura un contrato de arrendamiento financiero o leasing”.

Bajo este contexto, se observa que una reestructuración busca mejorar las condiciones de pago del deudor con miras a la recuperación del crédito, operación que debe estar precedida de una evaluación por parte de la entidad financiera que le permitirá establecer la viabilidad de la misma.

En el evento de que dicha reestructuración incluya la sustitución del deudor, es claro que además de las evaluaciones y estudios a que haya lugar necesariamente debe existir la manifestación de voluntad de la persona que pretenda hacerse cargo de la obligación respectiva encaminada a producir efectos jurídicos. En tal sentido, las formalidades y requisitos respectivos serán establecidos por las partes contractualmente.

Finalmente, me permito informarle que de conformidad con lo establecido en el Capítulo II de la Circular Básica Contable y Financiera, “las instituciones vigiladas por la Superintendencia Bancaria deberán evaluar permanentemente su cartera de crédito y la atención de las obligaciones emanadas de los contratos de leasing”, en los términos consagrados en dicho instructivo (...)».

Temas de consulta

Capitales Mínimos

Por considerarlo de interés general, a continuación publicamos los montos mínimos de capital que deben acreditar para su constitución y funcionamiento las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, conforme a lo previsto en el Decreto 2323 del 23 de noviembre de 1999*.

ENTIDAD
2000

(en pesos)
2001

(en pesos)

Bancos
38.511.000.000
41.880.712.500

Corporaciones Financieras
14.004.000.000
15.229.350.000

Corporaciones de Ahorro y Vivienda
23.340.000.000
25.382.250.000

Compañías de Financ. Comercial
9.920.000.000
10.788.000.000

Sociedades Fiduciarias
2.918.000.000
3.173.325.000

S.A.F. Pensiones
5.835.000.000
6.345.562.500

S.A.F. Cesantías
2.918.000.000
3.173.325.000

S.A.F. Pensiones y Cesantías
8.753..000.000
9.518.887.500

Otras instituciones financieras
2.334.000.000
2.538.225.000

Compañías de Seguros
4.468.000.000
4.858.950.000

Entidades Reaseguradoras
11.670.000.000
12.691.125.000

Variación IPC
8.75


Entidades Administradoras de 

Pensiones y Cesantías

Reglamentación expedida durante 

el primer semestre de 2000* 

NORMA
DESCRIPCION

Decreto 1 de enero 3/00 
Por el cual se modifican los Decretos 2345 de 1995 y 2655 de 1998 sobre la reserva para siniestros ocurridos y no avisados en las pólizas previsionales de invalidez y sobrevivencia.

Decreto 45 de enero 19/00
Por medio del cual se reestructuran los servicios asistenciales en salud del Fondo de Previsión Social del Congreso de la República.

Decreto 227 de febrero 15/00
Por el cual se reglamenta la Ley 549 de 1999, en el sentido de dar las pautas para atender el pago de las mesadas pensionales atrasadas de las entidades territoriales.

Decreto 254 de febrero 21/00
Por el cual se expide el régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden nacional.

Decreto 255 de febrero 21/00
Por medio del cual el fondo de pensiones públicas del nivel nacional, FOREP, asume el pago del pasivo pensional a cargo de la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero en liquidación.

Decreto 955 de mayo 26/00
Por el cual de pone en vigencia el plan de inversiones públicas para los años 1998 a 2002.

Decreto 1044 de junio 13/00
Por medio del cual se reglamenta parcialmente la Ley 549 de 1999, contentiva de las disposiciones tendientes a financiar el pasivo pensional de las entidades territoriales.

Decreto 1196 de junio 29/00
Por el cual se determina la tasa de interés moratorio para efectos tributarios.

Resolución 187 de febrero 3/00. Superbancaria.
Por el cual se establece el procedimiento para acceder a la competencia de la Superintendencia Bancaria en relación con los asuntos de que trata la Ley 446 de 1998.

Resolución Externa 7 de abril 28 de 2000. Banrepública.
Por la cual se dictan disposiciones relacionadas con el acceso a los servicios del depósito central de valores del Banco de la República

Resolución Externa 8 de mayo 5 de 2000. Banrepública.
Por el cual se compendia el régimen de cambios internacionales.

Resolución Externa 9 de junio 2 de 2000. Banrepública.
Por el cual se expiden regulaciones en materia cambiaria y se  modifica la Resolución Externa 08 de 2000.

Circular Externa 6 de enero 26/00. Superbancaria.
Modifica el capítulo I de la Circular Externa 100 de 1995 sobre valoración de inversiones.

Circular Externa 8 de febrero 3/00. Superbancaria.
Aclara la calificación para efectos de inversiones en certificados de depósito a término y certificados de depósito de ahorro a término.

Circular Externa 15 de marzo 3/00. Superbancaria.
Por el cual se ajusta el plan de cuentas de los Fondos de Pensiones al régimen de inversiones admisibles para los mismos.

Circular Externa 16 de marzo 3/00. Superbancaria.
Incluye para uso de Cajanal el código 757 en el plan de cuentas de los fondos de pensiones administrados por las entidades administradoras del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida.

Circular Externa 24 de marzo de marzo 27/00. Superbancaria.
Modifica el literal k) del numeral 2º de la C.E. 079 de 1995, sobre la rentabilidad acumulada del portafolio de referencia para los fondos de cesantía.

Circular Externa 25 de marzo 30/00. Superbancaria.
Por la cual se reglamenta el artículo 39 del Decreto 656 de 1994, en el sentido de fijar los montos máximos y las condiciones de las comisiones que pueden cobrar las sociedades administradoras de fondos de pensiones.

Circular Externa 034 de abril 28 de 2000. Superbancaria.
Por medio de la presente circular se deroga la circular externa 025 del 30 de marzo del 2000, mediante la cual esta Superintendencia fijó los montos máximos y las condiciones que pueden cobrar las sociedades administradoras de fondos de pensiones obligatorias.

Circular Externa 040 de mayo 12 de 2000. Superbancaria.
Por la cual la Superintendencia Bancaria fija los montos máximos de las comisiones que puedan cobrar las sociedades administradoras de fondos de pensiones obligatorias.

Circular Externa 046 de junio 28 de 2000. Superbancaria.
Informe sobre la transmisión vía modem ORDSI de información estadística del Sistema General de Riesgos Profesionales.

Carta Circular 1 de enero 7/00. Superbancaria.
Por medio de la cual comunica a los representantes legales de las entidades vigiladas sobre las excepciones a la causación del impuesto a las transacciones financieras, que creó la Ley 508/99.

Carta Circular 6 de enero 7/00. Superbancaria.
Publicación de la rentabilidad, comisión de administración y seguro previsional de los Fondos de Pensiones Obligatorias y de Cesantía, correspondientes al corte del 31 de diciembre de 1999.

Carta Circular 77 de febrero 7/00. Superbancaria.
Informa las tasas anuales efectivas de rentabilidad de las reservas pensionales del Instituto de Seguros Sociales.

Carta Circular 78 de febrero 8/00. Superbancaria.
Informa las variaciones de los portafolios de referencia de los fondos de pensiones  obligatorias y los fondos de cesantía al primero de enero de 2000.

Carta Circular 80 de febrero 10/00. Superbancaria.
Informa la rentabilidad mínima obligatoria acumulada de los fondos de cesantía para el período comprendido entre el 31 de enero de 1998 al 31 de enero de 2000 y la rentabilidad mínima obligatoria acumulada para los fondos de pensiones obligatorias para el período comprendido entre el 31 de enero de 1997 al 31 de enero de 2000.

Carta Circular 109 de febrero 25/00. Superbancaria.
Por el cual se reitera la obligación de los revisores fiscales de emitir dictamen con el lleno de requisitos legales sobre los patrimonios autónomos o encargos fiduciarios que administren las entidades vigiladas.

Carta Circular  142 de marzo 13/00. Superbancaria.
Informa la rentabilidad mínima obligatoria acumulada de los fondos de cesantía para el período comprendido entre el 28 de febrero/98 y el 29 de febrero/00 y la rentabilidad mínima obligatoria acumulada para los fondos de pensiones obligatorias para el período comprendido entre el 28 de febrero/97 y el 29 de febrero/00.

Carta Circular 194 de abril 4 de 2000. Superbancaria.
Divulga la tasa de interés efectiva anual de rentabilidad de las reservas del Instituto de Seguros Sociales.

Carta Circular 196 de abril 7 de 2000. Superbancaria.
Divulga la rentabilidad mínima acumulada obligatoria de los fondos de cesantía para el período comprendido entre el 31 de marzo de 1998 y el 31 de marzo de 2000 y de los fondos de pensiones obligatorias para el período comprendido entre el 31 de marzo de 1997 y el 31 de marzo de 2000.

Carta Circular 197 de abril 7 de 2000. Superbancaria.
Divulga la variación de los portafolios de referencia al 1º  de marzo de 2000 de los fondos de pensiones obligatorias y de los fondos de cesantía.

Carta Circular 200 de abril 11 de 2000. Superbancaria.
Divulga la tabla de rentabilidades con corte al 31 de marzo de 2000, correspondiente a las sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantía.

Carta Circular 244 de abril 11 de 2000. Superbancaria.
Divulga la rentabilidad mínima obligatoria acumulada de los fondos de cesantía para el período comprendido entre el 30 de abril de 1998 y el 30 de abril de 2000 y de los fondos de pensiones obligatorias para el período comprendido entre el 30 de abril de 1997 y el 30 de abril de 2000.

Carta Circular 304 de junio 12 de 2000. Superbancaria.
Informa la tasa anual efectiva de rentabilidad acumulada de las reservas pensionales de vejez, invalidez y sobrevivencia administradas por el Instituto de Seguros Sociales de enero a marzo de 2000.

Carta Circular 309 de junio 12 de 2000. Superbancaria.
Informa la rentabilidad mínima obligatoria acumulada de los fondos de cesantía para el período comprendido entre el 31 de mayo de 1998 y el 31 de mayo de 2000 y de los fondos de pensiones obligatorias para el período comprendido entre el 31 de mayo de 1997 y el 31 de mayo de 2000.

Carta Circular GT-233 de junio 23 de 2000. Banrepública.
Reglamenta operaciones de derivados para intermediarios cambiarios.

LEGISLACION INTERNACIONAL

A continuación presentamos algunas de las direcciones y correos electrónicos más importantes en internet que permiten el acceso a legislación internacional comercial y/o financiera.

País-Organismo
Tema
Dirección o correo electrónico

Bolivia
Reglamentación de la Ley marco 1182 o ley de inversiones en Bolivia
cprobol@ceibo.entelnet.bo

Cámara de Comercio Internacional
International Chamber of Commerce.


www.icc.org

Ecuador
Legislación sobre inversión extranjera en Ecuador. Ley de comercio.
www.corpei.org

Estados Unidos
Actos regulatorios. Securities Exchange Commission.

The Center for Corporate Law Cincinnati College of Law.

Bolsa de Nueva York.

Goverment Printing Office.


www.sec.gov
www.law.uc.edu
www.nyse.com
www.access.gpo.gov/sv.docs/ind

Panamá
Legislación sobre inversiones y exportaciones en Panamá.
www.vicomex.gob.pa

Perú
Legislación sobre inversión extranjera en Perú.
www.mef.gob.pe

Tratado de Basilea
Bank of international settlements.
www.bis.org

Venezuela
Legislación sobre inversión extranjera y negocios en Venezuela.
Conapri@conicit.ve

Normas

Congreso de la República

Conciliación

Ley 640 de 2001 (Ene. 5). Se dictan disposiciones sobre normas aplicables a la conciliación; centros de conciliación; conciliación contencioso administrativa; y conciliación judicial en general (Diario Oficial No. 44282, ene. 5/01, pág. 9).

Créditos a las entidades territoriales

Ley 617 de 2000 (Oct. 2).  Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto y el Decreto 1421 de 1993 (Diario Oficial No. 44.188, oct. 9/00, pág. 11)
Tributación

Ley 633 de 2000 (Dic. 29). Por la cual se expiden normas en materia tributaria, se dictan disposiciones sobre el tratamiento a los fondos obligatorios para la vivienda de interés social y se introducen normas para fortalecer las finanzas de la Rama Judicial. Se crea el gravamen a los movimientos financieros (GMF) (Diario Oficial No. 44275, dic. 29/00, pág. 49).   

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

BCH

Decreto 21 de 2001 (Ene. 12). Dispone la disolución y liquidación del Banco Central Hipotecario. A partir de su entrada en vigencia se denominará Banco Central Hipotecario en liquidación (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Componente inflacionario de los rendimientos financieros

Decreto 333 de 2001 (Mar. 1). Reglamenta parcialmente el Estatuto Tributario. Establece el componente inflacionario de los rendimientos financieros durante el año gravable de 2000 (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Contrato de ahorro programado para la compra de vivienda

Decreto 332 de 2001 (Mar. 1). Autoriza a los establecimientos de crédito para celebrar contratos de ahorro programado para la compra de vivienda con derecho real de habitación (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Gravamen a los movimientos financieros

Decreto 191 de 2001 (Feb. 7). Se fija el lugar y los plazos para la presentación de la declaración y pago del gravamen a los movimientos financieros (Diario Oficial No. 44.324, feb. 10/01) 

Indicadores que permiten inferir el deterioro financiero

Decreto 2817 de 2000 (Dic. 29). Por medio del cual se establecen indicadores que permiten inferir el deterioro financiero en los establecimientos de crédito sujetos al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria (Diario Oficial No. 44.276, dic. 30/00, pág. 73). 
Inversiones

Decreto 21 de 2001 (Ene. 12). Se autoriza a los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios financieros y las sociedades de capitalización para poseer acciones en sociedades de servicios técnicos y administrativos cuyo objeto social sea la titularización de activos hipotecarios (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas). 

Retención sobre la remuneración del encaje

Decreto 2671 de 2000 (Dic. 22). El Banco de la República retendrá a título de impuesto sobre la remuneración de encajes creado por el artículo 48 de la Ley 546 de 1999, el cincuenta por ciento (50%) de la remuneración del encaje de los establecimientos de crédito al momento del pago de la misma, valores que serán consignados en el Fondo de Reserva para la Estabilización de la Cartera Hipotecaria (Diario Oficial No. 44.271, dic. 26/01, pág. 31).

Ministerio de Desarrollo Económico

Subsidio familiar de vivienda

Decreto 2620 de 2000 (Dic. 18). Se reglamentan parcialmente  la Ley 3ª de 1991, en relación con el subsidio familiar de vivienda en dinero y en especie para áreas urbanas, la Ley 49 de 1990, en cuanto a su asignación por parte de las cajas de compensación familiar, y la Ley 546 de 1999, en relación con la vivienda de interés social (Diario Oficial No. 44267, dic. 22/00, pág. 4).

Banco de la República

Apoyos de liquidez del Banco de la República

Circular Reglamentaria Externa DSMAR-52 de 2000 (Oct. 26). Se establecen los apoyos de liquidez del Banco de la República a los establecimientos de crédito (Legislación Económica No. 1155, nov. 30/00, p. 920).

Encaje

Resolución 19 de 2000 (Nov. 24). Se compendia el régimen del encaje de los establecimientos de crédito (Legislación Económica No. 1157, dic. 30/00, pág. 1094).

Regulaciones en materia cambiaria

Resolución Externa 18 de 2000 (Nov. 3). Se expiden regulaciones en materia cambiaria. El monto máximo de posición propia de contado de que trata la Resolución Externa 12/99 no podrá superar el 50 % del patrimonio técnico de la entidad. Además de las cuentas PUC excluidas de la posición propia de contado, también quedan excluidas de la misma las operaciones registradas bajo el sufijo dos (2), cuentas PUC 1314 y 1319 (Legislación Económica No. 1157, dic. 30/00, pág. 1099).

Superintendencia Bancaria

Administración de riesgos

Circular Externa 88 de 2000 (Dic. 29). Instruye sobre los requisitos mínimos  de administración de riesgos que deberán cumplir las entidades vigiladas para la realización de sus operaciones de tesorería.

Carta Circular 24 de 2001 (Feb. 27). Amplía el plazo de entrega de la auto-evaluación de los requisitos mínimos de administración de riesgos de que trata la Circular 88 de 2000.

Cobro de intereses

Circular Externa 007 de 2001 (Feb. 13). Solicita a los representantes legales y revisores fiscales de las entidades vigiladas el reporte de información correspondiente a las reclamaciones y posibles demandas por exceso en el cobro de intereses.

Competencia Delegaturas

Resolución No. 125 de 2001 (Feb. 6). Establece la competencia de las Delegaturas para Intermediación Financiera Uno, Dos y Tres de la Superintendencia Bancaria.

Créditos de vivienda

Circular Externa 85 de 2000 (Dic. 29). Reemplaza el Capítulo Cuarto del Título Tercero de la Circular Básica Jurídica “Disposiciones aplicables a los créditos de vivienda”.

Dación en pago

Circular Externa 86 de 2000 (Dic. 29). Instruye sobre el sistema de amortización aplicable única y exclusivamente para financiar la compra de inmuebles recibidos como dación en pago.

Encaje bancario

Circular Externa 80 de 2000 (Dic. 14). Modifica la manera de presentar los reportes correspondientes a las proformas F.0000-48 y F.0000-49, correspondientes al encaje bisemanal en moneda legal, exigibilidades y disponible, para ajustarlos a los parámetros establecidos por el Banco de la República. 

Estados financieros consolidados

Circular Externa 79 de 2000 (Dic. 12). Instruye sobre las modificaciones a los planes de cuenta para el sistema financiero y sector asegurador, con el propósito de que las entidades financieras reporten los estados financieros consolidados.

Horario de atención al público por las entidades vigiladas

Circular Externa 81 de 2000 (Dic. 14). Modifica el Capítulo Quinto del Título Segundo de la Circular Básica Jurídica, dando instrucciones relativas a los horarios básicos, horarios reducidos, cierres especiales y publicidad. 

Inspectores de la Superintendencia Bancaria

Carta Circular 654 de 2000 (Dic. 28). Informa sobre la identificación de los inspectores de la Superintendencia Bancaria para realizar las funciones de inspección.

Operaciones con derivados

Circular Externa 76 de 2000 (Nov. 27). Instruye sobre el tratamiento de las operaciones con derivados para efectos del cálculo de la relación de solvencia. Se deberá determinar su exposición crediticia y luego su contribución a los activos ponderados por nivel de riesgo (APNR).

Posesión de representantes legales, revisores fiscales y administradores de vigiladas

Circular Externa 5 de 2001 (Ene. 31). Con el propósito de agilizar los trámites de autorización de posesión y contar con mayores elementos de juicio para verificar el cumplimiento de los requisitos de idoneidad, responsabilidad, carácter y experiencia de los representantes legales, miembros de junta o consejos directivos o de administración y de los revisores fiscales de las entidades vigiladas, así como para verificar lo pertinente en relación con las solicitudes de autorización de constitución de entidades, se modifica la lista de chequeo contenida en la Proforma F.0000-18 (remisión de información – Circular Externa No. 100 de 1995). 

Quejas

Carta Circular 11 de 2001 (Ene. 25). Informa las estadísticas de quejas presentadas ante la Superintendencia Bancaria con corte al 1 de diciembre del año 2000.

Carta Circular 28 de 2001 (Mar. 1). Informa las estadísticas de quejas presentadas ante la Superintendencia Bancaria durante el mes de enero de 2001.

Saneamiento y fortalecimiento patrimonial voluntario

Circular Externa 73 de 2000 (Oct. 25). Se imparten directrices que establecen un tratamiento contable excepcional que sólo puede ser utilizado por aquellas entidades vigiladas que pretendan realizar provisiones o amortizaciones en niveles superiores a los exigidos por las normas vigentes o vender activos improductivos.  

Seguros de salud

Carta Circular 21 de 2001 (Feb. 15). Informa las restricciones para la contratación o renovación de los seguros de salud.

Supervisión de agencias y agentes de seguros

Circular Externa 87 de 2000 (Dic. 29). Instruye sobre la no obligatoriedad de reporte de información para agencias y agentes de seguros a la Superintendencia Bancaria.

Tasas de interés de colocación

Carta Circular 14 de 2001 (Feb. 5).  Informa los promedios mensuales de las tasas de interés de colocación por modalidad de crédito y entidad.

Títulos emitidos por Fogafín

Circular Externa 3 de 2001 (Ene. 12). Modifica el capítulo I  -Evaluación de inversiones- para instruir sobre los títulos emitidos por el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (FOGAFIN) destinados a la capitalización de las instituciones financieras.

Fogafín

Seguro de depósito

Resolución  No. 05 de 2000 (Nov. 27). Las entidades financieras inscritas en el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras deberán pagar una prima anual por seguro de depósitos, que se determinará según las tarifas enumeradas en la misma norma (Diario Oficial No. 44624, dic. 20/00, pág. 11). 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales

Encaje

Resolución 716 de 2001 (Ene. 31). Prescribe la declaración mensual del impuesto sobre la remuneración de encaje para la estabilización de la cartera hipotecaria (Boletín Informativo ICDT, feb. 22/01, No. 1538, pág. 350) 

Departamento Administrativo de la Función Pública

Decreto 2539 de 2000 (Dic. 4). Modifica parcialmente el Decreto 2145 de 1999, respecto al control interno en todos los organismos y entidades del Estado, en sus diferentes órdenes y niveles, así como respecto de los particulares que administren recursos del Estado (Derecho Vigente No. 331, dic. 9-15/00, p. 1).

Jurisprudencia

Corte Constitucional

Acción de cumplimiento

Sentencia C-1511 del 8 de noviembre de 2000. La acción de cumplimiento propende por la efectividad y aplicación del sistema jurídico, sobre el doble supuesto de que las leyes y los actos administrativos se han puesto en vigencia para ser observados y de que toda persona tiene derecho de rango constitucional a que así suceda, no importa si la autoridad obligada por ellos es de rango inferior o de altísima jerarquía  (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Arbitros no tienen competencia sobre actos administrativos

Sentencia C-1436 del 25 de octubre de 2000. Los árbitros nombrados para resolver los conflictos suscitados como consecuencia de la celebración, desarrollo, terminación y liquidación de contratos celebrados con el Estado y los particulares no tienen competencia para pronunciarse sobre los actos administrativos dictados por la administración en desarrollo de sus poderes excepcionales (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas). 
Contratación estatal

Sentencia C-1514 del 8 de noviembre de 2000. Se declara exequible el artículo 15 de la Ley 80 de 1993, el cual indica la facultad que tiene la entidad estatal de interpretar unilateralmente las estipulaciones o cláusulas del contrato que suscitan discrepancia entre las partes (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Dirección Nacional de Impuestos Nacionales

Sentencia C-1714 del 12 de diciembre de 2000. Declara la inexequibilidad del artículo 540 del decreto 624 de 1989 “por el cual se expide el Estatuto Tributario de los impuestos administrados por la Dirección Nacional de Impuestos Nacionales” (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).
Funciones jurisdiccionales de la Superintendencia Bancaria

Sentencia C-1641 del 29 de noviembre de 2000. Funciones jurisdiccionales de la Superintendencia Bancaria. Exequibilidad de los artículos 133, 134, 135 y 147 de la Ley 446 de 1998 y 52 de la Ley 510 de 1999 con excepción del parágrafo primero que se decalra inexequible (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Principio de unidad de materia

Sentencia C-052 del 24 de enero de 2001. La creación de un tipo penal, dentro de una ley de naturaleza económica no quebranta, necesariamente, el principio de unidad de materia. Declara la exequibilidad del artículo 21 de la Ley 550 de 1999 (Responsabilidad penal por suscripción y certificación de estados financieros, estados de inventario o relación de acreedores) (Boletín Informativo ICDT, mar. 1/01,  No. 1539, pág. 385 ).

Usura

Sentencia C-173 del 14 de febrero de 2001. Se declara inexequible la expresión “en el término de un (1) año” contenida en el artículo 235 del Código Penal, por violación del principio de igualdad en cuanto el elemento de temporalidad que allí se introduce establece una diferenciación no justificada (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Corte Suprema de Justicia
Contrato de seguro

Sentencia del 11 de septiembre de 2000. Expediente 6119. El asegurado debe demostrar la cuantía del daño; no es suficiente un cálculo aproximado o una suma probable, toda vez que el daño indemnizable no se identifica per se con la suma asegurada, ni ésta equivale, por regla general, a su estimación anticipada (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

La promesa mercantil es consensual

Sentencia del 12 de septiembre de 2000. Expediente 5397. El contrato de promesa mercantil es consensual. La solemnidad constituye una excepción, de modo tal que solo puede exigirse en los casos en que la ley de manera expresa consagre tal requisito (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Pensión de jubilación - base salarial

Sentencia del 8 de agosto de 2000. Expediente 13426. A las pensiones causadas en vigencia de la Ley 100 de 1993 se les debe actualizar la base salarial de acuerdo con los artículos 21 y 36 de dicha Ley. Para hacer esta actualización no interesa que el trabajador se hubiere retirado con anterioridad a la expedición de la Ley 100 (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Pensión de jubilación – corrección monetaria

Sentencia del 1º de agosto de 2000. Expediente 13905. Es procedente la indexación de la primera mesada pensional cuando hay un espacio de tiempo entre la terminación del contrato y el momento en que comienza la obligación de pagar las mesadas (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Sentencia del 10 de agosto de 2000. Expediente 14299. No es procedente la indemnización de la primera mesada pensional cuando hay un espacio de tiempo entre el retiro del servicio y el momento en que comienza la obligación patronal de pagar la pensión (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Consejo de Estado

Acciones de grupo

Auto del 2 de febrero de 2001. Expediente AG-017. Principios de interpretación normativa. Condiciones uniformes respecto de una misma causa como presupuesto de la procedencia de las acciones de grupo. Derechos Colectivos (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Pensión de jubilación

Sentencia del 15 de junio de 2000. Expediente 2926. Las pensiones que se regulan por el régimen anterior al de la Ley 100 de 1993 también tienen derecho a que se revalorice la base salarial de liquidación, cuando transcurre un tiempo entre el último año de servicios y el cumplimiento del requisito de la edad (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Régimen de la prima técnica

Sentencia del 27 de julio de 2000. Expediente 21698. El Gobierno Nacional está facultado para variar las condiciones de asignación de la prima técnica. Los empleados de nivel profesional pueden ser excluidos del derecho a prima técnica (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

Sustitución pensional

Sentencia del 19 de julio de 2000. Expediente 2472. La unión de personas del mismo sexo no está protegida por las normas que regulan la sustitución pensional (Subdirección de Representación Judicial y Ediciones Jurídicas).

PRONUNCIAMIENTOS

Superintendencia de Industria y Comercio

Actos constitutivos de competencia desleal

Concepto 57916 de 2000 (Nov.). Por regla general existe la libertad de imitación de las prestaciones mercantiles y de las iniciativas empresariales, salvo que gocen de protección legal especial. Se presenta conducta desleal por imitación cuando: la imitación sea exacta y minuciosa; se den imitaciones de prestaciones mercantiles e iniciativas empresariales amparadas por la ley; la imitación genere confusión acerca de la procedencia empresarial de la prestación; la imitación comporta indebido aprovechamiento de la reputación ajena (Boletín Jurídico de la Superintendencia de Industria y Comercio No. 22, nov. /00).

Cláusulas de exclusividad

Concepto 84733 de 2000 (Dic.). Se consideran desleales los pactos de exclusividad que sean capaces de producir un efecto sustancial en la disminución de la competencia. Así las cosas, son ilícitos los pactos de exclusividad que tengan por objeto o el efecto de restringir el acceso de los participantes en el mercado o que tengan por objeto monopolizar la distribución de productos o servicios (Boletín Jurídico de la Superintendencia de Industria y Comercio No. 23, dic./00, pág. 7). 

Derechos de todo consumidor a gozar de garantía

Concepto 85716 de 2000 (Dic. ). En el Decreto 3466 de 1982 se destaca el derecho que tienen los consumidores a acceder a bienes y servicios que gocen de condiciones de calidad e idoneidad, a recibir información veraz y suficiente, a las garantías, a la indicación pública de precios, así como la responsabilidad de sus productores, proveedores y expendedores (Boletín Jurídico de la Superintendencia de Industria y Comercio No. 23, dic./00, pág. 8).

2 Corte Constitucional, Sentencia T-001 de 1992.


3 GIRALDO ANGEL, Jaime. Metodología y Técnica de la Investigación Jurídica. Ediciones Librería del Profesional. Bogotá 1994. P 106


4 Ibidem, P 114


5 Ibidem, P 119


6 Ver Corte Constitucional Sentencia C-040 de 1993


7 Ver Corte Constitucional Sentencia C-273 de 1999


8 Corte Constitucional Sentencia T-142 de 1994


9 Corte Constitucional Sentencia C-215 de 1999


10 Según el diccionario de la Real Academia Española, Grupo es un conjunto de elementos que se relacionan entre si conforme a determinadas características.


11 Ver DURKHEIM, Emile. Las Reglas del Método sociológico y otros escritos sobre filosofía de las ciencias sociales. Alianza Editorial. Madrid, 1988, Pp. 134-138.


12 Corte Constitucional Sentencia C-215 de 1999


13 Corte Constitucional Sentencia C-215 de 1999


14 Corte Constitucional Sentencia C-273 de 1998


15 Corte Constitucional Sentencia C-394 de 1995


16 Corte Constitucional Sentencia C-407 de 1997


17 Corte Constitucional Sentencia C-407 de 1997


18 Corte Constitucional Sentencia C-215 de 1999


19 Corte Constitucional Sentencia C-215 de 1999


20 Puede aceptarse, sin embargo, que al momento de presentación de la demanda no concurran todas ellas. En auto del 1º de junio de 2000, expediente AG-001, esta Sala precisó que “si bien la acción puede ser interpuesta por una sola persona, ésta no puede actuar en nombre de un grupo inferior de 20 personas, las cuales deberán individualizarse en la misma demanda, o identificarse con antelación a su admisión, a partir de los criterios que señale el actor”.


1 Ver, entre otras, las sentencias C-592 de 1992, C-212 de 1994, C-037 de 1996 y C-384 de 2000.


2 Sentencia C-212 de 1994. MP José Gregorio Hernández Galindo.


3 Sentencia C-384 de 2000. MP Vladimiro Naranjo Mesa. Fundamento 3.





4 Ver por ejemplo el Decreto 2539/93, el art. 35 de la Ley 510/99, Decreto 2739/91, entre otros.





5 Ver entre otras la Sentencias C-592/92, C-384/00, C-1143/2000.


6 Ver, entre otras, C-527/94, C-055/94, C-318 de 1995, C-126 de 1998 y C-130 de 2000.





( Los conceptos indicados con asterisco se publican en este Boletín.


* Información suministrada por el Superintendente Delegado Técnico de la Superintendencia Bancaria  mediante memorando del 31 de enero de 2001.


* Tomado de Coyuntura Entidades Administradoras de Pensiones y de Cesantía de la Superintendencia Bancaria, marzo y junio de 2000, págs. 133 y 135 respectivamente.
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